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Amparo indirecto 992/2022

Cancún, Quintana Roo, a veintiocho de abril de dos 
mil veinticinco.

Vistos los autos para resolver el juicio de amparo número 
992/2022, promovido por  

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Presentación de demanda. Mediante escrito 

presentado el cinco de octubre de dos mil veintidós, en el 

juicio de amparo 546/2019 del índice de este juzgado, se dictó 

un acuerdo de seis de octubre siguiente en el que se ordenó 

remitir a la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados 

de Distrito en Cancún, Quintana Roo, el escrito de  

 por el cual ampliaron su 

demanda y solicitaron el amparo y protección, de la Justicia 

Federal, por violación a los artículos 4, 14 y 16 de la 

Constitución Federal, en contra de las autoridades y por los 

actos que a continuación se indican:

AUTORIDADES RESPONSABLES:

“I. EL AYUNTAMIENTO CONSTITUCIONAL DE BENITO 
JUAREZ, QUINTANA ROO (…).

II. LA SECRETARÍA DE ECOLOGÍA Y DESARROLLO 
URBANO DEL MUNICIPIO DE BENITO JUAREZ, 
QUINTANA ROO  (…).

III. LA SECRETARÍA DE DESARROLLO TERRITORIAL 
URBANO SUSTENTABLE DEL ESTADO DE QUINTANA 
ROO  (…).

IV. H. CONGRESO DEL ESTADO DE QUINTANA ROO, 
Comisión de Desarrollo Urbano Sustentable y Asuntos 
Metropolitanos; Comisión de Medio Ambiente y Cambio 
Climático; y Comisión de Movilidad (…).”
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ACTOS RECLAMADOS (trascripción):

“(…) 1) El Programa De Desarrollo Urbano del Centro De 
Población Cancún, Municipio de Benito 
Juárez 2022 (en lo sucesivo el PDU 2022) publicado el día 17 
de septiembre de 2022 en el periódico oficial del Estado de 
Quintana Roo y sus efectos y consecuencias por violación al 
derecho humano a un medio ambiente sano así como 
violaciones a la seguridad jurídica contemplada en los 
artículos 14 y 16 Constitucionales.

2) LA VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE PARTICIPACIÓN 
CIUDADANA RELACIONADO CON LA CONSULTA PÚBLICA 
OBLIGATORIA RESPECTO AL PDU 2022, REALIZADA SIN 
TRANSPARENCIA y SIN QUE SE HAYA TOMADO EN 
CUENTA LA PARTICIPACIÓN CIUDADADA EN LA TOMA 
DE DECISIONES y en VIOLACIÓN A LAS GARANTÍAS 14 y 
16 CONSTITUCIONALES.

Dichos actos se reclaman a la SECRETARÍA DE ECOLOGÍA 
Y DESARROLLO URBANO DEL MUNICIPIO DE BENITO 
JUÁREZ y al AYUNTAMIENTO CONSTITUCIONAL DE 
BENITO JUÁREZ, QUINTANA ROO.

3) El Dictamen de Verificación de Congruencia Estatal 
emitido por la Secretaria de Desarrollo Territorial Urbano 
Sustentable del Estado de Quintana Roo (en lo sucesivo el 
DICTAMEN DE VERIFICACIÓN) en términos del oficio 
número SEDETUS/DSDTUS/02740/2022 de fecha doce de 
septiembre de dos mil veintidós, relacionado con el “Programa 
de Desarrollo Urbano del Centro de Población Cancún, 
Municipio de Benito Juárez, Quintana Roo 2022”, cuya 
emisión permitió la aprobación del Programa De Desarrollo 
Urbano Del Centro de Población Cancún, Municipio de Benito 
Juárez (2022).

Dicho Acto se reclama a la SECRETARÍA DE 
DESARROLLO TERRITORIAL URBANO SUSTENTABLE 
DEL ESTADO DE QUINTANA ROO.

4) La OMISIÓN PARCIAL LEGISLATIVA de no obligar o 
requerir, en términos de la Ley de Asentamientos Humanos y 
Ordenamiento Territorial del estado de Quintana Roo, a las 
Autoridades Municipales correspondientes a obtener estudios 
de impacto ambiental y de capacidad de carga ambiental 
PREVIOS a la elaboración de los proyectos de desarrollo 
urbano de cualquier tipo, así como a no obligar a dichas 
autoridades a contar con y aplicar la información contenida en 
los Atlas de Riesgo Municipales y Planes de Movilidad para la 
elaboración de dichos Programas, así como los efectos y 
consecuencias de dicha omisión.

Dicho acto se reclama al H. CONGRESO DEL ESTADO DE 
QUINTANA ROO, específicamente a la Comisión de 
Desarrollo Urbano Sustentable y Asuntos Metropolitanos, 
a la Comisión de Medio Ambiente y Cambio Climático, y a 
la Comisión de Movilidad.”
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SEGUNDO. Admisión. La demanda fue turnada a este 

Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de Quintana Roo, por 

lo que se formó el expediente 992/2022 y por auto de diecisiete 

de octubre de dos mil veintidós, se admitió a trámite la demanda, 

se solicitaron los informes justificados, se dio la intervención que 

compete al agente del Ministerio Público de la adscripción, se fijó 

fecha y hora para la celebración de la audiencia constitucional.

En acuerdo de veintiséis de marzo de dos mil 
veinticuatro se reconoció con carácter de terceros interesados a 

las personas morales 1) Consorcio de Ingeniería Integral, 

Sociedad Anónima de Capital Variable y 2) Banco Actinver, 

Sociedad Anónima, Institución de Banca Múltiple, Grupo 

Financiero Actinver, en su carácter de Fiduciario del Fideicomiso 

Irrevocable de Administración y Desarrollo 5660.

Consecuentemente, integrado el expediente el tres de 

enero de dos mil veinticuatro, se llevó a cabo la audiencia 

constitucional, la cual tuvo verificativo al tenor del acta que 

antecede; y,

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Competencia. Este Juzgado Segundo de 

Distrito en el Estado de Quintana Roo es competente para 

conocer y resolver este juicio de amparo conforme a los 

artículos 103, fracción I, y 107, fracción I, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 37 y 107, fracción I, 

de la Ley de Amparo; 48, 144 y 145 de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Federación; y en el acuerdo 3/2013 emitido 

por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, toda vez que 

en vía de amparo indirecto se combate la emisión del Programa 

Municipal de Desarrollo Urbano 2018-2030 y un oficio emitido 

por una autoridad administrativa.
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SEGUNDO. Precisión de actos. Con fundamento en el 

artículo 74, fracción I, de la Ley de Amparo, a continuación se 

precisan los actos impugnados que constituyen la materia del 

presente juicio de amparo.

De la lectura integral de la demanda se advierte que los 
actos que por esta vía se reclaman consisten en:

1. Del Congreso del Estado de Quintana Roo, con 

residencia en Chetumal, la omisión legislativa de incorporar a 

la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 

Desarrollo Urbano del Estado de Quintana Roo la obligación a 

cargo de las autoridades municipales de contar con atlas de 

riesgo y planes de movilidad para la elaboración de los 

programas de desarrollo urbano, así como de obtener estudios 

de impacto ambiental y de capacidad de carga ambiental 

previos a la autorización de los proyectos, obras o acciones 

urbanísticas de cualquier tipo.

2. Del Ayuntamiento y de la Secretaria Municipal de 

Ecología y Desarrollo Urbano del Municipio de Benito Juárez, 

Quintana Roo en el ámbito de su competencia, el proceso 

materialmente legislativo del Programa de Desarrollo Urbano 
del Centro de Población Cancún, Municipio de Benito 
Juárez 2022, publicado el diecisiete de septiembre de dos mil 

veintidós en el Periódico Oficial del Estado de Quintana Roo, 

sus efectos y consecuencias.

3. Por tanto, el dictamen de verificación de 
congruencia estatal contenido en el oficio 

SEDETUS/DSDTUS/02740/2022 de doce de septiembre de dos 

mil veintidós referente al programa de desarrollo urbano 
precisado en el punto que antecede, reclamado a la Secretaría 

de Desarrollo Territorial Urbano Sustentable del Estado de 

Quintana Roo será considerado como una violación procesal 
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dentro del proceso de construcción del programa de marras 
aprobado por el consistorio local y no como un acto reclamado 

en forma destacada.

TERCERO. Actos existentes. Deben tenerse por ciertos 

los actos reclamados al Congreso del Estado de Quintana 
Roo, con residencia en Chetumal, no obstante que al rendir 

su informe justificado (registro 19969), negó la existencia del 

acto que se le atribuye; sin embargo, se debe presumir que la 

omisión legislativa reclamada es cierta en tanto que la cuestión 

de fondo es determinar si la autoridad legislativa se encontraba 

o no obligada a actuar en el sentido que los solicitantes del 

amparo exponen en su demanda; esto es, que sea obligatorio 

para los gobiernos municipales contar con un atlas de riesgo y 

plan de movilidad de manera previa a la formulación de los 

programas de desarrollo urbano así como evaluar el riesgo 

ambiental y la capacidad de carga de los proyectos, obras y 

demás acciones urbanísticas. 

Sirve de apoyo, la tesis de rubro y texto siguientes:

“OMISIÓN LEGISLATIVA. EN EL AMPARO PROMOVIDO 
EN SU CONTRA NO ES FACTIBLE DECRETAR EL 
SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO POR INEXISTENCIA DEL 
ACTO RECLAMADO, A PARTIR DE ANALIZAR SI LAS 
AUTORIDADES LEGISLATIVAS TIENEN O NO LA 
OBLIGACIÓN CONSTITUCIONAL DE LEGISLAR SOBRE EL 
TEMA QUE REFIERE EL QUEJOSO. 

Hechos: Se promovió juicio de amparo indirecto contra la 
omisión legislativa de reformar el artículo 9 del Código Penal del 
Estado de México para suprimir de su texto los ilícitos que por su 
naturaleza no están estipulados en el artículo 19, párrafo 
segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, entre ellos, el previsto en el artículo 189 del código 
invocado, que alude a delitos cometidos por "fraccionadores"; el 
Juez de Distrito sobreseyó en el juicio, al estimar que era 
inexistente el acto reclamado, argumentando que no existía 
mandato constitucional que estableciera, con toda claridad, el 
deber de legislar, y que el quejoso tenía la carga de la prueba 
para evidenciar que los diputados del Poder Legislativo, el 
gobernador constitucional y el director general del Periódico 
Oficial "Gaceta de Gobierno", todos del Estado de México, sí 
tenían esa obligación. 

C
IN

T
H

IA
 M

A
R

ISO
L

 L
O

PE
Z

 PU
E

R
T

O
706a6620636a6632000000000000000000011391
22/05/25 15:18:32



6

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito 
determina que cuando en el juicio de amparo se reclama una 
omisión legislativa, es improcedente decretar el sobreseimiento 
por inexistencia del acto reclamado, a partir de analizar si las 
autoridades legislativas tienen o no la obligación constitucional de 
legislar sobre el tema que refiere el quejoso, porque ésa es una 
cuestión de fondo, que implica una falacia argumentativa de 
"petición de principio", en tanto que la determinación no se 
sustenta en una simple negativa de actos de las autoridades 
responsables, sino de verificar si existe o no esa obligación 
jurídica. 

Justificación: La falacia de petición de principio se configura 
cuando se toma como principio de demostración la conclusión que 
en todo caso es objeto o materia de estudio del asunto; entonces, 
la omisión que se reclama existe, en virtud de que es un hecho 
notorio que a la fecha no ha sido reformado el artículo 9 del 
Código Penal del Estado de México, para dejar de considerar 
como delito grave el cometido por "fraccionadores" (previsto en el 
artículo 189 ibídem); empero, al analizar si las autoridades 
responsables tienen o no la obligación de legislar en esos 
términos, no es factible sobreseer en el juicio por inexistencia del 
acto reclamado pues, en su caso, lo que procede es negar la 
protección constitucional, si se llegara a estimar que carece de 
aquélla.”1 

Por su parte, el Ayuntamiento y la Secretaria Municipal 
de Ecología y Desarrollo Urbano, ambos de Benito Juárez, 
Quintana Roo, al rendir su respectivo informe justificado 

(registros 18974 y 19374), convinieron en la existencia del acto 

que se les atribuye. 

En todo caso, la existencia del programa municipal de 

desarrollo urbano reclamado no está sujeta a debate, al 

constituir derecho positivo publicado en un medio de difusión 

oficial, en términos del artículo 88 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de 

Amparo, y conforme a la jurisprudencia que se cita: 

“PRUEBA. CARGA DE LA MISMA RESPECTO DE LEYES, 
REGLAMENTOS, DECRETOS Y ACUERDOS DE INTERÉS 
GENERAL PUBLICADOS EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN. Respecto de las leyes, reglamentos, decretos y 
acuerdos de interés general, no se necesita probar su existencia 
en autos, pues basta que estén publicados en el Diario Oficial, 

1 Registro digital: 2025680 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Undécima Época 
Materias(s): Común, Penal Tesis: II.3o.P.19 P (11a.) Fuente: Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación. Libro 21, Enero de 2023, Tomo VI, página 6620 Tipo: Aislada.
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para que la autoridad judicial esté obligada a tomarlos en cuenta, 
en virtud de su naturaleza y obligatoriedad, y porque la inserción 
de tales documentos en el órgano oficial de difusión tiene por 
objeto dar publicidad al acto de que se trate, y tal publicidad 
determina precisamente que los tribunales, a quienes se les 
encomienda la aplicación del derecho, por la notoriedad de ese 
acontecimiento, no puedan argüir desconocerlo.”2 

El Secretario de Desarrollo Territorial Urbano 
Sustentable del Estado de Quintana Roo, al rendir su informe 

justificado (registro 19424), convino en la existencia del acto 

que se le imputa. En todo caso, como se ha precisado, el 

dictamen de marras se subsume en el programa de desarrollo 

urbano reclamado.

Aunado a que en autos obra copia certificada de dicho 

dictamen; documental a la que se le concede valor probatorio 

pleno en términos de los artículos 129, 197 y 202 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la 

Ley de Amparo.

CUARTO. Causas de improcedencia. Previamente al 

estudio del fondo del asunto, por ser una cuestión de orden 

público y preferente análisis, resulta procedente el examen de 

las causales de improcedencia del juicio de amparo, de acuerdo 

con lo dispuesto por el artículo 62 de la Ley de Amparo, que 

previene: 

“Artículo 62. Las causas de improcedencia se analizarán 
de oficio por el órgano que conozca del juicio de amparo.” 

Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia cuyos datos 

de localización, rubro y texto se citan: 

“IMPROCEDENCIA. Sea que las partes la aleguen o no, 
debe examinarse previamente la procedencia del juicio de 
amparo, por ser esa cuestión de orden público en el juicio de 

2 Época: Novena Época Registro: 191452 Instancia: Segunda Sala Tipo de Tesis: 
Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XII, 
Agosto de 2000 Materia(s): Común Tesis: 2a./J. 65/2000 Página: 260.

C
IN

T
H

IA
 M

A
R

ISO
L

 L
O

PE
Z

 PU
E

R
T

O
706a6620636a6632000000000000000000011391
22/05/25 15:18:32



8

garantías.”3 

- El Congreso del Estado de Quintana Roo afirma que se 

actualiza la causa de improcedencia establecida en el artículo 

61, fracción XXIII, con relación a los diversos 5, fracción II, 
y 108, fracción VIII, de la Ley de Amparo, en atención a que, 

en su opinión, en primer lugar no tiene carácter de autoridad 

responsable ya que no interviene en la elaboración de los 

programas de desarrollo urbano municipales y porque, en 

segundo lugar, la parte quejosa no expresó conceptos de 

violación contra el acto que se le reclama, lo que resulta 

infundado puesto que el tercer concepto de violación está 

dedicado a la omisión legislativa que le es atribuible como 

autoridad responsable. 

Al margen de lo anterior, el Congreso Estatal parte de una 

premisa indebida al sostener una potencial invasión de 

competencias si llegase a intervenir en el ámbito municipal, 

debido a que la materia ambiental por definición es concurrente 

por mandato contenido en el artículo 73, fracción XXIX-G de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, razón 

por la cual las autoridades de los tres órdenes de gobierno 

participan ejerciendo sus facultades de una manera coordinada, 

no subordinada; pues en su función legislativa es 

corresponsable de la planeación urbana ya sea por acción o por 

omisión. 

Además, proceder en el sentido requerido por la autoridad 

responsable equivaldría a prejuzgar sobre la constitucionalidad 

de los actos reclamados, por lo que la causa de improcedencia 

invocada debe estimarse como inatendible. 

Sustentan tal conclusión, las tesis cuyos datos de 

3 Quinta Época No. Registro: 395571 Instancia: Pleno Jurisprudencia Fuente: Apéndice 
de 1985 Materia(s): Común Tesis: 158 Página: 262.
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localización, rubro y texto son: 

“ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. SI SE HACE 
VALER UNA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA QUE 
INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO, DEBERÁ 
DESESTIMARSE. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
sostenido que las causales de improcedencia propuestas en los 
juicios de amparo deben ser claras e inobjetables, de lo que se 
desprende que si en una acción de inconstitucionalidad se hace 
valer una causal que involucra una argumentación íntimamente 
relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse y, de 
no operar otro motivo de improcedencia estudiar los conceptos 
de invalidez.”4 

“PROTECCIÓN AL AMBIENTE Y PRESERVACIÓN Y 
RESTAURACIÓN DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO. ES UNA 
MATERIA CONCURRENTE POR DISPOSICIÓN 
CONSTITUCIONAL. Con la adición al artículo 73 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de la 
fracción XXIX-G, mediante decreto publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 10 de agosto de 1987, la materia de 
protección al ambiente y de preservación y restauración del 
equilibrio ecológico se regula de manera concurrente por los tres 
niveles de gobierno. Así, las competencias se establecen a 
través de una ley general, pero con la particularidad de que 
cuenta con elementos materiales de referencia y mandatos de 
optimización establecidos en la propia Constitución, los cuales 
deben guiar la actuación de los órganos legislativos y ejecutivos 
de los distintos niveles de gobierno. Esta ley es la Ley General 
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, cuyo objeto 
es propiciar el desarrollo sustentable y establecer las bases para 
la concurrencia de los tres órdenes de gobierno para preservar y 
restaurar el equilibrio ecológico, así como proteger el medio 
ambiente en el territorio del país. De este modo, la materia de 
protección al ambiente fue absorbida por parte de la Federación 
y al mismo tiempo se delegó al legislador ordinario, al cual se 
mandató para que estableciera, a través de la Ley General, la 
concurrencia de la facultad indicada entre los tres niveles de 
gobierno, pero manteniendo una homogeneidad en cuanto a los 
objetivos establecidos directamente en el artículo 27 
constitucional.”5 

- Por otra parte, el Ayuntamiento y la Secretaria 
Municipal de Ecología y Desarrollo Urbano del Municipio de 
Benito Juárez, Quintana Roo, aducen que la parte quejosa 

carece de interés jurídico o legítimo para promover este juicio, 

4 Registro digital: 181395 Instancia: Pleno Novena Época Materias(s): Constitucional 
Tesis: P./J. 36/2004 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIX, 
Junio de 2004, página 865 Tipo: Jurisprudencia.

5 Registro digital: 160791 Instancia: Pleno Décima Época Materias(s): Constitucional 
Tesis: P./J. 36/2011 (9a.) Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro 
I, Octubre de 2011, Tomo 1, página 297 Tipo: Jurisprudencia.
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lo que, en su opinión, actualiza la causa de improcedencia 

prevista en la fracción XII del artículo 61, relacionada con el 
artículo 5°, fracción I, ambos de la Ley de Amparo, amén 

que no demuestra con prueba alguna la afectación que le causa 

la aprobación del programa municipal de desarrollo urbano 

2022.

Aunado a que el artículo 102 de la Ley de Asentamientos 

Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del 

Estado de Quintana Roo, dispone que en zonas de mediano y 

alto riesgo que deriven del programa urbanístico requiere de la 

presentación ante las autoridades de un estudio de riesgo que 

identifique las medidas de mitigación antes de cualquier 

autorización [acciones urbanísticas, proyectos u obras]; sin 

embargo, este planteamiento parte de una premisa 
equivocada, puesto que lo establecido en el artículo que cita 

no es aplicable a los quejosos ya que no son ellos quienes 

gestionaron algún proyecto de esa índole, aunado a que los 

riesgos y/o daños que se pueden ocasionar al medio ambiente 

es cuestionado por la quejosa como fondo del asunto, lo que 

lógicamente descarta la causa de improcedencia alegada por 

las autoridades municipales so pena de incurrir en una falacia 

circular [petición de principio]. 

Es así, ya que en el amparo en revisión 54/2021, la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

determinó que para acreditar el interés legítimo en materia 

ambiental no es necesario demostrar el daño al medio 

ambiente, pues, en todo caso y atendiendo al principio de 

precaución, el daño o el riesgo de daño al medio ambiente 
constituirá la materia de fondo del juicio de amparo.6

6 Registro digital: 2024385; Instancia: Primera Sala; Undécima Época; Materias(s): Comú; Tesis: 
1a./J. 8/2022 (11a.); Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 12, Abril de 
2022, Tomo II, página 846; Tipo: Jurisprudencia. “JUICIO DE AMPARO EN MATERIA AMBIENTAL. 
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De igual manera, la Secretaria Municipal de Ecología y 

Desarrollo Urbano afirma que dicha causa de improcedencia se 

actualiza porque la parte quejosa no acredita objetivamente el 

daño que le causan los actos reclamados, porque no acreditó la 

existencia de algún perjuicio real y actual, sino uno probable, 

futuro y de realización incierta, o en qué se ve afectado su 

entorno y medio ambiente ni demuestra de qué manera los 

servicios ambientales que le proveen los humedales, 

manglares, cenotes y sus ecosistemas se ven afectados o los 

ponen a ellos en una situación de riesgo o disminuyen su 

desarrollo y calidad de vida y porque a su parecer no acreditó 

pertenecer a un grupo determinado que se encuentre en una 

especial posición frente al ordenamiento jurídico que se vea 

vulnerado por el acto reclamado; pero, contrario a ello, la 

suscrita considera que la calidad de residentes en Cancún de 

los quejosos los legitima para instar la acción de amparo en 

defensa de su derecho al medio ambiente sano y sostenible, así 

como a disfrutar de los servicios ambientales que el ecosistema 

marino brinda.

Así, en primer lugar, para analizar esta cuestión, el 

estudio se divide en tres temas: 

i) el interés legítimo; 

ii) el interés legítimo en materia ambiental; y, 

iii) el interés legítimo de las personas quejosas en el caso 

concreto.

i) El interés legítimo.

El artículo 107, fracción I, de la Constitución Política del 

país prevé que el juicio de amparo se seguirá siempre a 

USO DEL "ENTORNO ADYACENTE" COMO CRITERIO DE IDENTIFICACIÓN DEL INTERÉS LEGÍTIMO 
PARA PROMOVERLO POR PERSONAS FÍSICAS.”
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instancia de parte agraviada, teniendo tal carácter quien aduce 

ser titular de un derecho o de un interés legítimo individual o 

colectivo, siempre que alegue que el acto reclamado viola los 

derechos reconocidos por la propia Constitución y, con ello, se 

afecta su esfera jurídica, ya sea de manera directa o en virtud 

de su especial situación frente al orden jurídico. Esto es 

retomado a su vez en el artículo 5, fracción I, de la Ley de 

Amparo.

El concepto de interés legítimo fue introducido a nuestro 

orden jurídico con la reforma constitucional del seis de junio de 

dos mil once. A partir de una modificación a la fracción I del 

artículo 107, se estableció que el juicio de amparo podría 

instarse por “quien aduce ser titular de un derecho o de un 

interés legítimo individual o colectivo, siempre que alegue que 

el acto reclamado viola los derechos reconocidos por esta 

Constitución y con ello se afecte su esfera jurídica, ya sea de 

manera directa o en virtud de su especial situación frente al 

orden jurídico”7.

La línea de precedentes sobre este concepto inicia con el 

amparo en revisión 366/2012, en donde la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, dio una primera 

definición del interés legítimo, al que se caracterizó como “aquel 

interés personal —individual o colectivo—, cualificado, actual, 

real y jurídicamente relevante, que pueda traducirse, si llegara a 

concederse el amparo, en un beneficio jurídico en favor del 

quejoso”. Adicionalmente, se precisó que “dicho interés deberá 

7 “Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con 
excepción de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos que 
determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes:
I. El juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte agraviada, teniendo tal 
carácter quien aduce ser titular de un derecho o de un interés legítimo individual o 
colectivo, siempre que alegue que el acto reclamado viola los derechos reconocidos por 
esta Constitución y con ello se afecte su esfera jurídica, ya sea de manera directa o en 
virtud de su especial situación frente al orden jurídico.
Tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribunales judiciales, administrativos 
o del trabajo, el quejoso deberá aducir ser titular de un derecho subjetivo que se afecte 
de manera personal y directa; […]”
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estar garantizado por un derecho objetivo, sin que dé lugar a un 

derecho subjetivo; debe haber una afectación a la esfera 

jurídica del quejoso en sentido amplio, que puede ser de índole 

económica, profesional, de salud pública, o de cualquier otra 

índole”8.

El siguiente precedente relevante fue la contradicción de 
tesis 111/2013, en donde el Pleno de esta Suprema Corte 

precisó los alcances del interés legítimo9. En primer lugar, en 

este precedente se señaló que el interés legítimo se ubica en 

un plano intermedio entre el interés jurídico y el interés simple, 

pues “no se exige acreditar la afectación a un derecho subjetivo 

[como en el caso del interés jurídico], pero tampoco implica que 

cualquier persona pueda promover la acción [como sería con el 

interés simple].” Más bien, el interés legítimo “requiere de una 

afectación a la esfera jurídica entendida en un sentido amplio, 

ya sea porque dicha intromisión es directa, o porque el agravio 

deriva de una situación particular que la persona tiene en el 

orden jurídico”.

En segundo lugar, se señaló que el interés legítimo 

requiere de un “vínculo entre una persona y una pretensión, de 

tal forma que la anulación del acto que se reclama produce un 

beneficio o efecto positivo en su esfera jurídica, ya sea actual o 

futuro pero cierto”. En este sentido, el requisito de que el 

beneficio o efecto positivo sea “cierto” implica que sea “real y 

8 Amparo en Revisión 366/2012. Resuelto por la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en sesión de cinco de septiembre de dos mil doce por unanimidad 
de cinco votos de los Ministros: Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz 
(ponente), Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, párrafo 49.
9 Contradicción de Tesis 111/2013. Resuelta por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, en sesión de cinco de junio de dos mil catorce por mayoría de 
ocho votos, en relación con el resolutivo tercero (que es el que aquí se comenta), de los 
Ministros Cossío Díaz, en contra de algunas consideraciones, Franco González Salas, 
Zaldívar Lelo de Larrea, Aguilar Morales, Valls Hernández, Sánchez Cordero de García 
Villegas, Pérez Dayán y Presidente Silva Meza. La señora Ministra Luna Ramos votó en 
contra y anunció voto particular. Los señores Ministros Cossío Díaz, Franco González 
Salas y Aguilar Morales reservaron su derecho de formular sendos votos concurrentes. 
Los señores Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo 
estuvieron ausentes. 
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actual, no hipotético”.

Bajo estas premisas, el Pleno del Máximo Tribunal 

determinó que la existencia de un interés legítimo requiere “la 

existencia de una afectación en cierta esfera jurídica –no 

exclusivamente en una cuestión patrimonial– apreciada bajo un 

parámetro de razonabilidad, y no sólo como una simple 

posibilidad”. Así, la eventual sentencia protectora debe implicar 

“la obtención de un beneficio determinado, el cual no puede ser 

lejanamente derivado, sino resultado inmediato de la resolución 

que en su caso llegue a dictarse”.

Al respecto, se aclaró que dicho parámetro de 

razonabilidad “no se refiere a los estándares argumentativos 

empleados por esta Suprema Corte para analizar la validez de 

normas jurídicas, sino al hecho de que la afectación a la esfera 

jurídica del quejoso en sentido amplio debe ser posible, esto es, 

debe ser razonable la existencia de tal afectación. Por tanto, 

dicho término se refiere a la lógica que debe guardar el vínculo 

entre la persona y la afectación aducida”.

Asimismo, se determinó que el interés legítimo está sujeto 

a prueba; es decir, no es suficiente con que la parte quejosa 

manifieste tener dicho interés, sino que debe acreditarlo. Sin 

embargo, para ello no se requiere forzosamente de una prueba 

directa, pues puede inferirse10. 

De igual manera, se afirmó que el interés legítimo tiene 

una aplicación particularmente útil para la protección de los 

intereses colectivos, por lo que ha resultado adecuado para 

justificar la legitimación a entidades de base asociativa, tales 

como asociaciones civiles u organizaciones no 

gubernamentales.

10 Los medios de inferencia que ha utilizado esta Corte no se restringen a las pruebas que 
obran en los expedientes, sino que también se ha recurrido a hechos notorios.
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Bajo estas premisas, el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación sintetizó las notas características del 

interés legítimo de la siguiente manera:

• Implica la existencia de un vínculo entre ciertos derechos 

fundamentales y una persona que comparece en el 

proceso.

• El vínculo no requiere de una facultad otorgada 

expresamente por el orden jurídico; más bien, la persona 

con interés se encuentra en aptitud de expresar un 

agravio diferenciado al resto de los integrantes de la 

sociedad, al tratarse de un interés cualificado, actual, real 

y jurídicamente relevante.

• Consiste en una categoría diferenciada y más amplia que 

el interés jurídico, pero tampoco se trata de un interés 

genérico de la sociedad como ocurre con el interés 

simple. Es decir, implica el acceso a los tribunales 

competentes ante posibles lesiones jurídicas a intereses 

jurídicamente relevantes y, por ende, protegidos. En otras 

palabras, debe existir un vínculo con una norma jurídica, 

pero basta que la misma establezca un derecho objetivo, 

por lo que no se exige acreditar la afectación a un 

derecho subjetivo, pero tampoco implica que cualquier 

persona pueda promover la acción.

• La concesión del amparo se traduciría en un beneficio 

jurídico en favor de la parte quejosa; es decir, un efecto 

positivo en su esfera jurídica ya sea actual o futuro, pero 

cierto, mismo que no puede ser lejanamente derivado, 

sino resultado inmediato de la resolución que en su caso 

llegue a dictarse.
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• Debe existir una afectación a la esfera jurídica de la parte 

quejosa en un sentido amplio, apreciada bajo un 

parámetro de razonabilidad y no sólo como una simple 

posibilidad, esto es, una lógica que debe guardar el 

vínculo entre la persona y la afectación aducida. 

• La parte quejosa tiene un interés propio distinto del de 

cualquier otro gobernado, consistente en que los poderes 

públicos actúen de conformidad con el ordenamiento 

jurídico, cuando con motivo de tales fines se incide en el 

ámbito de dicho interés propio.

• La situación jurídica identificable surge por una relación 

específica con el objeto de la pretensión que se aduce, ya 

sea por una circunstancia personal o por una regulación 

sectorial.

• Si bien en una situación jurídica concreta pueden 

concurrir el interés colectivo o difuso y el interés legítimo, 

lo cierto es que tal asociación no es absoluta e 

indefectible. Esto implica que un aspecto es el concepto 

de interés atendiendo al número de personas que se ven 

afectadas (interés individual o colectivo/difuso) y otro muy 

distinto el concepto de interés atendiendo al nivel de 

afectación o intensidad de relación con la esfera jurídica 

de que se trate (interés simple, legítimo o jurídico). Así, el 

interés legítimo no es sinónimo ni puede equipararse al 

interés colectivo/difuso.

• Debido a su configuración normativa, la categorización de 

todas las posibles situaciones y supuestos del interés 

legítimo deberá ser producto de la labor cotidiana de las 

autoridades jurisdiccionales de amparo al aplicar dicha 

figura jurídica. 
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• Finalmente, el interés debe responder a la naturaleza del 

proceso del cual forma parte, es decir, el interés legítimo 

requiere ser armónico con la dinámica y alcances del 

juicio de amparo, consistentes en la protección de los 

derechos fundamentales de las personas11.

Es importante enfatizar que todas estas características se 

definieron en un plano de abstracción y su aplicación particular, 

se dijo, debía hacerse poniendo especial atención en los 

hechos del caso concreto.

ii) El interés legítimo en materia ambiental.

Al resolver el amparo en revisión 307/201612, la Primera 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, siguió los 

parámetros establecidos por la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos en la Opinión Consultiva OC-23/17 de 

quince de noviembre de dos mil diecisiete y concluyó que el 

derecho humano al medio ambiente posee una doble 

dimensión: una primera que se denominó como objetiva o 
ecologista, que protege al medio ambiente como un bien 

jurídico fundamental en sí mismo, que atiende a la defensa y 

restauración de la naturaleza y sus recursos con independencia 

de sus repercusiones en el ser humano; y, otra, denominada 

subjetiva o antropocéntrica, conforme a la cual la protección 

de este derecho constituye una garantía para la realización y 

vigencia de los demás derechos reconocidos en favor de la 

persona.

11 De este asunto derivó la jurisprudencia P./J. 50/2014 (10a.), de rubro: “INTERÉS 
LEGÍTIMO. CONTENIDO Y ALCANCE PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL 
JUICIO DE AMPARO (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN I, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS)”. Datos de 
localización: Tribunal Pleno. Décima época. Registro: 2007921. 
12 Resuelto en sesión de catorce de noviembre de dos mil dieciocho, por unanimidad de 
cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández (Presidenta y Ponente).
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Por lo tanto, la Primera Sala, reconociendo que la 

salvaguarda efectiva de la naturaleza no sólo descansa en la 

utilidad que ésta representa para el ser humano, sino en la 

convicción de que el medio ambiente exige una protección por 

sí misma, precisó que la vulneración a cualquiera de estas 
dos dimensiones constituye una violación al derecho 
humano al medio ambiente.

En este orden de ideas, la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación sostuvo en dicho precedente que 

el interés legítimo para promover un amparo en materia 

ambiental depende de la especial situación que guarda la 
persona o comunidad con el ecosistema que se estima 
vulnerado, particularmente, con sus servicios 
ambientales.13

Luego, en el amparo en revisión 54/202114, al retomar 

tales postulados, la Primera Sala del Máximo Tribunal siguiendo 

los conceptos establecidos por el Tribunal Ambiental de 

Santiago, Chile en la sentencia D-03-2013, de veinte de marzo 

de dos mil quince, tomó en consideración el concepto de 

entorno adyacente y concluyó que son beneficiarios 
ambientales aquellos que habitan o utilizan el “entorno 
adyacente” o las áreas de influencia de un determinado 
ecosistema.

Las áreas de influencia se refieren a las zonas o espacios 

geográficos en los que impactan los servicios ambientales que 

prestan los ecosistemas y que benefician a los seres humanos 

13 Registro digital: 2018694; Instancia: Primera Sala; Décima Época; Materias(s): Común, 
Administrativa; Tesis: 1a. CCXC/2018 (10a.); Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación. Libro 61, Diciembre de 2018, Tomo I, página 335; Tipo: Aislada; “INTERÉS 
LEGÍTIMO PARA PROMOVER UN JUICIO DE AMPARO EN MATERIA AMBIENTAL. 
OBLIGACIÓN DE LOS JUZGADORES EN SU ANÁLISIS.”
14 Fallado en sesión de nueve de febrero de dos mil veintidós, por unanimidad de cinco 
votos de la señora Ministra Norma Lucía Piña Hernández y los señores Ministros: Juan 
Luis González Alcántara Carrancá (Ponente), Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat.
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y al propio medio ambiente. En otras palabras, son las áreas en 

las cuales las funciones de un ecosistema, entendidas como los 

procesos biofísicos que ahí se generan, impactan en beneficio 

de los seres humanos y del medio ambiente.

Cada ecosistema tiene diversas áreas de influencia 

dependiendo de la naturaleza de los servicios ambientales que 

presta; la identificación o el reconocimiento de este espacio 

geográfico permite entender que cualquier persona que utiliza o 

habita el área de influencia o el “entorno adyacente” de un 

ecosistema, es beneficiario de sus servicios ambientales y, por 

tanto, está legitimado para promover el juicio de amparo en su 

defensa.

Cabe precisar que si bien el entorno adyacente constituye 

un concepto esencialmente geográfico, esto no implica que esté 

limitado a un criterio de vecindad inmediata, es decir, que solo 

puedan acudir en defensa del ecosistema aquellos que viven “a 

un lado” del mismo. Por el contrario, la delimitación de este 

espacio geográfico es amplia, pues se determina por los 

beneficios que prestan los ecosistemas y las zonas en donde 

impactan estos beneficios.

El concepto del entorno adyacente como uno de los 

criterios para definir la legitimación activa en el juicio de amparo 

ambiental, resulta acorde con el principio de participación 
ciudadana, en tanto los principales interesados y obligados a 

defender un determinado ecosistema son sus beneficiarios, es 

decir, aquellos que habitan o utilizan su zona de influencia.

Por tanto, concluyó la Primera Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, que el interés legítimo en un juicio 
de amparo en materia ambiental surge cuando se acredita 
que existe un vínculo entre quien alega ser titular del 
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derecho ambiental y los servicios ambientales que presta el 
ecosistema presuntamente vulnerado; vínculo que puede 

demostrarse ―como uno de los criterios de identificación, mas 

no el único― cuando el accionante acredita habitar o utilizar 

el “entorno adyacente” del ecosistema, entendiendo este 
como su área de influencia a partir de los servicios 
ambientales que presta.

Cabe precisar que, acorde con el criterio que ha quedado 

expuesto, para acreditar el interés legítimo en materia ambiental 

no es necesario demostrar el daño al medio ambiente, 
pues, en todo caso y atendiendo al principio de precaución, 
el daño o el riesgo de daño al medio ambiente constituirá la 
materia de fondo del juicio de amparo.

Finalmente, cabe citar de igual manera el artículo 8.3 c) 

del Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la 

Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos 

Ambientales en América Latina y el Caribe (Acuerdo de 
Escazú)l15, el cual establece que, para garantizar el derecho de 

acceso a la justicia en asuntos ambientales, cada Parte deberá 

contar con “legitimación activa amplia en defensa del medio 

ambiente, de conformidad con la legislación nacional.” 

De acuerdo con la Guía de implementación del Acuerdo 

de Escazú, la legitimación (locus standi) se refiere al derecho 

de una persona (ya sea física o jurídica) a incoar un 

procedimiento y a convertirse formalmente en una de las partes. 

El alcance de la legitimación en asuntos ambientales es de 

suma importancia y constituye uno de los aspectos centrales de 

15 “Artículo 8. Acceso a la justicia en asuntos ambientales. 
[…]
3. Para garantizar el derecho de acceso a la justicia en asuntos ambientales, cada Parte, 

considerando sus circunstancias, contará con:
[…];
c) legitimación activa amplia en defensa del medio ambiente, de conformidad con la 

legislación nacional;”
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garantizar el acceso a la justicia. Dadas las particularidades de 

las causas ambientales, que implican intereses colectivos, 

difusos y primordiales, las interpretaciones excesivamente 

restrictivas de esta legitimación pueden constituir, de forma 

directa o indirecta, un obstáculo para la búsqueda de justicia y 

el pleno ejercicio de los derechos. Por consiguiente, en esta 

disposición se exige que la legitimación activa en defensa del 

medio ambiente sea “amplia” de conformidad con la legislación 

nacional.

iii) El interés legítimo en el caso concreto

Como se anticipó, se considera que en el caso concreto 

las personas quejosas sí acreditaron tener un interés legítimo 

para promover el juicio de amparo, en tanto que demostraron 

habitar en el entorno adyacente o el área de influencia del 

ecosistema en que pueden impactar los actos reclamados.

Para demostrar lo anterior, es necesario recordar que, en 

la demanda de amparo, se reclamó el inicio, formulación, 

elaboración, proceso de planeación, aprobación y publicación 

del PDU. 

La constitucionalidad de dichas actuaciones se cuestionó 

bajo el argumento toral de que durante su desarrollo no se 
garantizó el derecho a la participación ciudadana y el 
acceso a la información en materia ambiental.

Así, se observa claramente que las personas quejosas 

hicieron descansar su reclamo en el derecho humano a la 
participación ciudadana en materia ambiental, que 

encuentra pleno respaldo en el derecho objetivo, pues está 

reconocido en los artículos 1º, 4º, quinto párrafo, 6º y 35, 

fracción III, de la Constitución Política del país, así como en 

múltiples instrumentos internacionales suscritos por México.
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Entre dichos tratados, se encuentra la Declaración de Río 

de Janeiro sobre el Medio Ambiente y Desarrollo, donde se 

estableció que:

“El mejor modo de tratar las cuestiones ambientales 
es con la participación de todos los ciudadanos interesados, 
en el nivel que corresponda. En el plano nacional, toda 
persona deberá tener acceso adecuado a la información 
sobre el medio ambiente de que dispongan las autoridades 
públicas, incluida la información sobre los materiales y 
actividades que encierran peligro en sus comunidades, así 
como la oportunidad de participar en los procesos de 
adopción de decisiones. Los Estados deberán facilitar y 
fomentar la sensibilización y la participación de la población 
poniendo la información a disposición de todos. Deberá 
proporcionarse acceso efectivo a los procedimientos 
judiciales y administrativos, entre éstos el resarcimiento de 
daños y los recursos pertinentes.”

Como se aprecia, en dicha Declaración se consagra el 
derecho de participación ciudadana en materia ambiental al 

establecer que el mejor modo de tratar las cuestiones 

ambientales es, precisamente, con la participación de todas las 

personas interesadas. En este contexto, se reconoce el derecho 

de la ciudadanía de acceder a la información sobre el medio 

ambiente que tengan las autoridades, así como la correlativa 

obligación del Estado de otorgarla y fomentar y sensibilizar la 

participación ciudadana16.

Por su parte, la Organización de las Naciones Unidas 

desarrolló el principio de participación ciudadana en el 

Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la 

Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos 

Ambientales en América Latina y el Caribe, en cuyo artículo 4.6 

se contempla la obligación de los Estados de garantizar un 

entorno propicio para las personas que promueven la 

16 Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, 1992, Principio 10.
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protección al medio ambiente, proporcionándoles no solo 

información, sino también reconocimiento y protección17.

Cabe establecer que el entorno propicio para la 

participación ciudadana en la protección del medio ambiente 

también se garantiza a través de formas de legitimación activa 

amplia. De ahí que este principio igualmente exige reconocer 

que, aun cuando el interés afectado no toque directamente a la 

ciudadanía interesada, los Estados habrán de garantizar el 

acceso a la tutela jurisdiccional a través de diversas fórmulas de 

legitimación activa amplia. En el mismo tenor, el artículo 8.3 del 

Acuerdo Regional aludido reitera la obligación de los Estados 

de garantizar el acceso a la justicia en materia ambiental a 

través de “una legitimación activa amplia”18.

Más aún, que a criterio de la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, el derecho a un medio ambiente 

sano implica el deber de toda la ciudadanía de colaborar en la 

protección al medio ambiente. De igual forma, en términos del 

artículo 4 de la Constitución Política del país, la ciudadanía no 

solo es titular del derecho a acceder a un medio ambiente sano 

que ha de garantizar el Estado, sino también tiene la obligación 

de protegerlo y mejorarlo19.

Así, el principio de participación ciudadana implica el de 

iniciativa pública, pues es necesario reconocer un rol proactivo 

del Estado en la protección al medio ambiente, en términos del 

orden constitucional y convencional. El cumplimiento de los 

17 “4.6 Cada Parte garantizará un entorno propicio para el trabajo de las personas, 
asociaciones, organizaciones o grupos que promuevan la protección del medio ambiente, 
proporcionándoles reconocimiento y protección”.
18 “8.3 Para garantizar el derecho de acceso a la justicia en asuntos ambientales, cada 
Parte, considerando sus circunstancias, contará con:
c) legitimación activa amplia en defensa del medio ambiente, de conformidad con la 
legislación nacional;…”.
19 Véase la tesis 1a. CCXLIX/2017 (10a.), de rubro: “DERECHO HUMANO A UN MEDIO 
AMBIENTE SANO. SU CARACTERIZACIÓN COMO UN DERECHO QUE A SU VEZ 
IMPLICA UN DEBER”. Visible en El Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
libro 49, diciembre de 2017, tomo I, página 410 y registro 2015824. 
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fines en materia medioambiental no puede depender solo de la 

ciudadanía, pues el Estado debe asumir la iniciativa institucional 

de regular la materia, aplicar las políticas públicas, así como 

cumplir y hacer cumplir la normativa ambiental.

Ahora, en el presente juicio, los quejosos  

exhibieron las documentales 

consistentes en las constancias de residencia con números de 

folio 166,049/2022 y 165,979/2022, respectivamente, que 

acreditan que los quejosos habitan en Cancún, tienen arraigo y 

pertenencia social en esta ciudad, lo que los legitima para 

instar la acción de amparo en defensa de su derecho al medio 

ambiente sano y sostenible, así como a disfrutar de los 

servicios ambientales que el ecosistema brinda, por lo que 

considerar lo contrario llevaría al absurdo de poner freno a la 

participación ciudadana e ir en contra de postulados 

internacionales que han motivado la creación de leyes, 

reformas y modificaciones a la legislación doméstica a través de 

los años.

Luego, es claro que los quejosos a fin de acreditar alguna 

afectación a su interés legítimo demostraron que forman parte 

de la colectividad en la que se desarrollan los actos de 

autoridad [entorno adyacente], al tener su domicilio en esta 

ciudad de Cancún, lo que se conoce sin necesidad de pruebas 

periciales, por lo que impera el principio ontológico de la prueba 

en cuanto a que lo ordinario se presume y lo extraordinario se 

prueba, y se perdería tiempo recabando pruebas inútiles en 

detrimento de la impartición de justicia y al principio precautorio 

que rige en la materia.

En ese entendido, claramente puede concluirse que las 

personas quejosas sí demostraron tener un interés legítimo 
para acudir al juicio de amparo en defensa de su derecho 
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humano a la participación ciudadana y al acceso a la 

información en materia ambiental que consideran no fue 

garantizado durante la elaboración y aprobación del programa 

de desarrollo reclamado.

Esto, al tomar en cuenta que: i) las actuaciones 

reclamadas versan sobre la formulación y aprobación de un 

programa de desarrollo urbano a aplicarse en el municipio de 

Benito Juárez, Quintana Roo y, por ello, puede ocasionar 

afectaciones al área de influencia del ecosistema con el que se 

benefician sus habitantes; y, ii) las personas quejosas 

acreditaron habitar en dicha locación.

En efecto, si en este caso está acreditado que las 

personas quejosas habitan en la zona de influencia de Cancún, 

Municipio de Benito Juárez, el cual les brinda múltiples servicios 

ambientales (por ejemplo, de regulación, soporte, culturales y 

de provisión), y que las obras o proyectos contemplados en el 

programa de desarrollo urbano reclamado pueden tener 

impacto en dicho ecosistema; entonces, claramente, existen 

elementos indubitables sobre la especial situación que guardan 

las personas quejosas frente al orden jurídico en este caso 

concreto, quienes cuentan con el derecho a participar 
directamente en la elaboración de aquellos programas que 
puedan repercutir en el área de influencia del ecosistema 
con el que se ven beneficiados.

Asimismo, la suscrita considera que una eventual 
sentencia protectora sí reportaría un beneficio real y cierto 
en la esfera jurídica de las personas quejosas pues, al 

habitar en la zona de influencia de esta ciudad de Cancún, que 

pertenece al municipio de Benito Juárez, Quintana Roo, existe 

un vínculo entre ellas y la pretensión buscada en el juicio 

constitucional, máxime que en el hipotético caso de que 
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demostraran los vicios de inconstitucionalidad que atribuyen a 

los actos reclamados, ello traería consigo que se vinculara a las 

autoridades responsables a dejarlos insubsistentes, subsanar 

sus irregularidades, e inclusive desplegar medidas de 

remediación tendentes a mitigar, revertir o paliar los eventuales 

daños al medio ambiental que se puedan causar en el 

ecosistema impactado. 

Una vez desestimadas las citadas causales de 

improcedencia invocadas por las autoridades responsables y al 

no advertirse de oficio la actualización de alguna otra, se 

procede analizar directamente y con plenitud de jurisdicción 

los conceptos de violación hechos valer por la parte quejosa.

QUINTO. Estudio de fondo. Que la parte quejosa 

expresa como conceptos de violación los que se contienen en 

la demanda, que se tienen por reproducidos sin necesidad de 

transcribirlos. 

Es aplicable, al no oponerse al texto de la Ley de Amparo 

vigente, la jurisprudencia cuyo rubro y texto son: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. 
PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE 
CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS 
SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU 
TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del 
capítulo X “De las sentencias”, del título primero 
“Reglas generales”, del libro primero “Del amparo en 
general”, de la Ley de Amparo, no se advierte como 
obligación para el juzgador que transcriba los 
conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para 
cumplir con los principios de congruencia y 
exhaustividad en las sentencias, pues tales principios 
se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a 
debate, derivados de la demanda de amparo o del 
escrito de expresión de agravios, los estudia y les da 
respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder 
a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad 
efectivamente planteados en el pliego correspondiente, 
sin introducir aspectos distintos a los que conforman la 
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litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal 
transcripción, quedando al prudente arbitrio del 
juzgador realizarla o no, atendiendo a las 
características especiales del caso, sin demérito de que 
para satisfacer los principios de exhaustividad y 
congruencia se estudien los planteamientos de 
legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se 
hayan hecho valer.”20

Así, en el primer concepto de violación, la parte 

quejosa alega violación al derecho de participación 
ciudadana concomitante con el derecho de transparencia y 
acceso a la información, puesto que la autoridad municipal 
no dio respuesta a las observaciones que emitieron los 
ciudadanos que participaron en el proceso, además que la 
información consultada públicamente no correspondió a 
los documentos deliberados por el cabildo municipal para 
aprobar el programa. 

Lo anterior es fundado y bastante para conceder la 

protección constitucional solicitada.

Para justificar esa decisión, el estudio del concepto de 

violación se subdivide en tres temas: i) el derecho a la 

participación ciudadana en asuntos medioambientales y la 

garantía del derecho a la salud, ii) la naturaleza de un programa 

de desarrollo urbano y su proceso de planeación, formulación y 

aprobación; y, iii) la resolución del caso concreto.

i) El derecho a la participación ciudadana en 
asuntos medioambientales y la garantía del derecho a la 
salud.

En el amparo en revisión 307/2016, citado con antelación, 

la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

20 Registro No. 164618 Novena Época Instancia: Segunda Sala Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta XXXI, Mayo de 2010 Página: 830 Tesis: 2a./J. 58/2010 Jurisprudencia 
Materia(s): Común.
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estableció que en la Declaración de Río de Janeiro consagra el 

principio de participación ciudadana en materia ambiental 
al establecer que el mejor modo de tratar las cuestiones 

ambientales es, precisamente, con la participación de todos los 

ciudadanos interesados en el nivel que corresponda; en este 

contexto, se reconoce el derecho de los ciudadanos de acceder 
a la información que sobre el medio ambiente tengan las 

autoridades y la correlativa obligación del Estado, de no sólo de 

otorgarla, sino también de fomentar y sensibilizar la 

participación ciudadana21.

Ahora, los alcances del derecho a la participación 

ciudadana en la toma de decisiones en asuntos 

medioambientales, es imprescindible para cualquier sociedad 

democrática, conforme a lo dispuesto por los artículos 122, 423, 

párrafo quinto, 624 y 35, fracción III, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos25, de los cuales se obtiene 

que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 

21 Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, 1992, Principio 10

22 “Artículo. 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los 
derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de 
los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo 
ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones 
que esta Constitución establece.
Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta 
Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo 
a las personas la protección más amplia.
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de 
promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los 
principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En 
consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a 
los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. […]”.
23 “Artículo. 4o. […]
Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar. El 
Estado garantizará el respeto a este derecho. El daño y deterioro ambiental generará 
responsabilidad para quien lo provoque en términos de lo dispuesto por la ley.”
24 “Artículo. 6o. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición 
judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los 
derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de 
réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la información 
será garantizado por el Estado.
Toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como a 
buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de 
expresión. […]”
25 “Artículo. 35. Son derechos del ciudadano:
[…]
III. Asociarse individual y libremente para tomar parte en forma pacífica en los asuntos 
políticos del país; […]”
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tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar 

los derechos humanos; también se reconoce el derecho 

fundamental a un medio ambiente sano para su desarrollo y 

bienestar y el derecho de toda persona al libre acceso a 

información plural y oportuna, así como a buscar, recibir y 

difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio 

de expresión; derecho que será garantizado por el Estado; por 

último, la Constitución reconoce como derecho de la ciudadanía 

el asociarse individual y libremente para tomar parte en forma 

pacífica en los asuntos políticos del país. 

En el Sistema Interamericano su reconocimiento se 

obtiene de la lectura sistemática de los artículos 23 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos26 y 11 de su 

Protocolo Adicional en Materia de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales "Protocolo de San Salvador"27, de cuyo 

contenido puede advertirse que los Estados partes están 

obligados a respetar el derecho de toda la ciudadanía a 

participar directamente en los asuntos de interés público, así 

como a promover la protección, preservación y mejoramiento 

del medio ambiente.

Luego, para cumplir con sus obligaciones, es necesario 

que los Estados Parte garanticen el derecho a la participación 

ciudadana directa en asuntos medioambientales, ante el 

carácter público del medio ambiente.

26 “Artículo 23 Derechos Políticos
1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades:
a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de 
representantes libremente elegidos;
b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e 
igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, y
c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.
2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso 
anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, 
capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal."

27 " Artículo 11 Derecho a un Medio Ambiente Sano
1. Toda persona tiene derecho a vivir en un medio ambiente sano y a contar con servicios públicos 
básicos.
2. Los Estados partes promoverán la protección, preservación y mejoramiento del medio mbiente."
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En específico, el derecho de participación pública en 

asuntos medioambientales ya se ha reflejado en diversos 

instrumentos internacionales relacionados con el medio 

ambiente y el desarrollo sostenible, entre los que destacan, la 

Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, el 

Convenio sobre el acceso a la información, la participación del 

público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en 

materia de medio ambiente (Convenio de Aarhus), las 

Directrices para la elaboración de legislación nacional sobre el 

acceso a la información, la participación del público y el acceso 

a la justicia en asuntos ambientales (Directrices de Bali) y el 

Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la 

Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos 

Ambientales en América Latina y el Caribe (Acuerdo de 

Escazú).

Aunque no todos estos instrumentos son vinculantes, lo 

cierto es que constituyen pautas orientadoras, razón por la cual 

deben ser tomadas en consideración por esta juzgadora28, en 

28 Así lo ha reconocido la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, tal 
como consta en la tesis 1a. CXCVIII/2018 (10a.), que establece:
“REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. PROCEDE EL RECURSO SI EN LA SENTENCIA 
RECURRIDA SE APLICARON INSTRUMENTOS NORMATIVOS DE "SOFT LAW" 
PARA INTERPRETAR EL CONTENIDO DE UN DERECHO HUMANO DE RANGO 
CONSTITUCIONAL. Las normas de derechos humanos contenidas o derivadas de 
instrumentos jurídicos calificados como "soft law", no forman parte del parámetro de 
control de regularidad derivado del artículo 1o., primer párrafo, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, ello en atención a que no constituyen formalmente un 
tratado internacional, ni son el resultado de pronunciamientos o interpretaciones de un 
órgano con atribuciones jurisdiccionales que tenga competencia para interpretar en última 
instancia un tratado internacional en materia de derechos humanos, en cuyo caso podría 
tratarse de un criterio vinculante por representar una extensión del tratado en comento, 
como ocurre con la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos o 
con las decisiones de los Comités de Naciones Unidas a los que México les reconozca 
competencia contenciosa, las cuales, si bien no son vinculantes en sentido estricto, sí 
exigen un diálogo con estándares que no pueden ignorarse, pero sí superarse. No 
obstante, ello no impide que el contenido de dichos instrumentos se emplee como un 
criterio orientador en sentido amplio, al tratarse de una doctrina especializada 
desarrollada por un organismo internacional de derechos humanos. Por tanto, si un 
Tribunal Colegiado de Circuito dota de contenido un derecho humano de rango 
constitucional, partiendo de una interpretación que recoge los estándares derivados de 
los instrumentos de "soft law", ese ejercicio debe ser calificado como una interpretación 
directa de la Constitución para efectos de la procedencia del recurso de revisión en los 
juicios de amparo directo, no por el valor jurídico del instrumento mismo, sino por el 
impacto que tuvo en la decisión de un órgano jurisdiccional al momento de resolver un 
asunto.”, consultable en Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 61, Diciembre de 2018, Tomo I, Materia Común, página 407, Registro digital: 
2018817.
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tanto constituyen criterios que permiten dar plena realización al 

derecho humano a la participación directa y acceso a la 

información en materia ambiental, tutelado por los artículos 4º, 

6º y 35 constitucionales.

Ahora, para clarificar los alcances y las obligaciones a 

cumplir con el objeto de garantizar tal derecho, se procede a 

exponer la parte que interesa de tales criterios.

En el principio 10 de la Declaración de Río sobre el 
Medio Ambiente y el Desarrollo se consagra el derecho de 
participación ciudadana en materia ambiental al establecer 

que el mejor modo de tratar las cuestiones ambientales es, 

precisamente, con la participación de todas las personas 

interesadas. En este contexto, se reconoce el derecho de la 

ciudadanía de acceder a la información sobre el medio 

ambiente que tengan las autoridades, así como la correlativa 

obligación del Estado de otorgarla y fomentar y sensibilizar la 

participación ciudadana.

Por su parte, el Convenio de Aarhus reconoce la 

participación del público en las decisiones relativas a 

actividades específicas que tengan un alto impacto ambiental, 

en los planes, programas y políticas relativos al medio ambiente 

y en la fase de elaboración de disposiciones reglamentarias o 

de instrumentos normativos jurídicamente obligatorios de 

aplicación general29.

29 “Artículo 8:
Participación del público durante la fase de elaboración de disposiciones reglamentarias o 
de instrumentos normativos jurídicamente obligatorios de aplicación general. Cada Parte 
se esforzará por promover una participación efectiva del público en una fase apropiada, y 
cuando las opciones estén aún abiertas, durante la fase de elaboración por autoridades 
públicas de disposiciones reglamentarias o de otras normas jurídicamente obligatorias de 
aplicación general que puedan tener un efecto importante sobre el medio ambiente. A tal 
efecto, conviene adoptar las disposiciones siguientes: a) Fijar un plazo suficiente para 
permitir una participación efectiva; b) Publicar un proyecto de reglas o poner éste a 
disposición del público por otros medios, y c) Dar al público la posibilidad de formular 
observaciones, ya sea directamente, ya sea por mediación de órganos consultivos 
representativos. Los resultados de la participación se tendrán en consideración en todo lo 
posible.”
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Este instrumento regional establece varios elementos del 

derecho a la participación ambiental útiles para delinear su 

contenido esencial. Esto, al señalar que la participación 

ciudadana debe ser: i) informada, ii) previa a la toma de 

decisiones, iii) en plazos razonables que permitan la adecuada 

toma de decisiones, y iv) que contendrá un mecanismo de 

consulta y la posibilidad de entregar comentarios por escrito, los 

cuales deberán ser debidamente tomados en cuenta30. 

Las Directrices de Bali tuvieron como propósito 

proporcionar una orientación general a los Estados, 

principalmente países en desarrollo, sobre el fomento de un 

cumplimiento efectivo de los compromisos contraídos en 

relación con el Principio 10 de la Declaración de Río sobre el 

Medio Ambiente y el Desarrollo, con el fin de facilitar un amplio 

acceso a la información, la participación pública y al acceso a la 

justicia en asuntos ambientales.

Las directrices 8 a la 14 regulan la participación pública en 

el proceso de adopción de decisiones relacionadas con el 

medio ambiente31. Dichas directrices, en la parte que interesa, 

30 “Artículo 6. Participación del público en las decisiones relativas a actividades 
específicas
[…]
Para las diferentes fases del procedimiento de participación del público se establecerán 
plazos razonables que dejen tiempo suficiente para informar al público de conformidad 
con el apartado 2 supra y para que el público se prepare y participe efectivamente en los 
trabajos a lo largo de todo el proceso de toma de decisiones en materia medioambiental.
[…]
Cuando se inicie un proceso de toma de decisiones respecto del medio ambiente, se 
informará al público interesado como convenga, de manera eficaz y en el momento 
oportuno, por medio de comunicación pública o individualmente, según los casos, al 
comienzo del proceso.
[….]
Cada Parte adoptará medidas para que la participación del público comience al inicio del 
procedimiento, es decir, cuando todas las opciones y soluciones sean aún posibles y 
cuando el público pueda ejercer una influencia real.
[…]
El procedimiento de participación del público preverá la posibilidad de que el público 
someta por escrito, o, si conviene, en una audiencia o una investigación pública en la que 
intervenga el solicitante, todas las observaciones, informaciones, análisis u opiniones que 
considere pertinentes respecto de la actividad propuesta.
Cada Parte velará porque, en el momento de adoptar la decisión, se tengan debidamente 
en cuenta los resultados del procedimiento de participación del público.”
31 II. Participación pública
Directriz 8

C
IN

T
H

IA
 M

A
R

ISO
L

 L
O

PE
Z

 PU
E

R
T

O
706a6620636a6632000000000000000000011391
22/05/25 15:18:32



33

















establecen que los Estados deberían:

• Garantizar que existan oportunidades para una 
participación del público efectiva y desde las primeras 
etapas del proceso de adopción de decisiones 
relacionadas con el medio ambiente. Para ello, se 

debería informar a los miembros del público interesado las 

oportunidades que tienen de participar en una etapa inicial 

del proceso de adopción de decisiones.

• En la medida de lo posible, realizar esfuerzos para atraer 

resueltamente la participación del público, de forma 

transparente y consultiva. Entre ellos, se deberían incluir 

esfuerzos para garantizar que se dé a los miembros 
del público interesado una oportunidad adecuada 
para poder expresar sus opiniones.

Los Estados deberían garantizar que existan oportunidades para una participación del 
público efectiva y desde las primeras etapas del proceso de adopción de decisiones 
relacionadas con el medio ambiente. Para ello, se debería informar a los miembros del 
público interesado las oportunidades que tienen de participar en una etapa inicial del 
proceso de adopción de decisiones.
Directriz 9
En la medida de lo posible, los Estados deberían realizar esfuerzos para atraer 
resueltamente la participación del público, de forma transparente y consultiva. Entre ellos 
se deberían incluir esfuerzos para garantizar que se da a los miembros del público 
interesado una oportunidad adecuada para poder expresar sus opiniones.
Directriz 10
Los Estados deberían garantizar que toda la información que reviste importancia para el 
proceso de adopción de decisiones relacionadas con el medio ambiente se ponga a 
disposición de los miembros del público interesado de manera objetiva, comprensible, 
oportuna y efectiva.
Directriz 11
Los Estados deberían garantizar que se tengan debidamente en cuenta las 
observaciones formuladas por el público en el proceso de adopción de decisiones y que 
esas decisiones se den a conocer.
Directriz 12
Los Estados deberían asegurar que cuando se da inicio a un proceso de examen en el 
que se planteen cuestiones o surjan circunstancias que revistan importancia para el 
medio ambiente y que no se hayan considerado previamente, el público debería poder 
participar en ese proceso de examen en la medida en que las circunstancias lo permitan.
Directriz 13
Los Estados deberían considerar los modos adecuados de asegurar, en una etapa 
adecuada, la contribución del público a la preparación de reglas jurídicamente vinculantes 
que puedan llegar a tener un efecto significativo en el medio ambiente y a la formulación 
de políticas, planes y programas relacionados con el medio ambiente.
Directriz 14
Los Estados deberían proporcionar los medios para el fomento de la capacidad, incluida 
la educación y la sensibilización sobre el medio ambiente, con el fin de promover la 
participación del público en los procesos de adopción de decisiones relacionadas con el 
medio ambiente.
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• Garantizar que toda la información que reviste importancia 

para el proceso de adopción de decisiones relacionadas 

con el medio ambiente se ponga a disposición de los 

miembros del público interesado de manera objetiva, 

comprensible, oportuna y efectiva.

• Garantizar que se tomen debidamente en cuenta las 

observaciones formuladas por el público en el proceso de 

adopción de decisiones y que esas decisiones se den a 

conocer.

• Asegurar que cuando se da inicio a un proceso de 

examen en el que se planteen cuestiones o surjan 

circunstancias que revistan importancia para el medio 

ambiente y que no se hayan considerado previamente, el 

público debería poder participar en ese proceso de 

examen en la medida en que las circunstancias lo 

permitan.

Finalmente, el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la 
Información, la Participación Pública y el Acceso a la 
Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el 
Caribe (Acuerdo de Escazú) busca garantizar la 

implementación plena y efectiva en América Latina y el Caribe 

de los derechos de acceso a la información ambiental, la 

participación pública en los procesos de toma de decisiones 

ambientales y el acceso a la justicia en asuntos ambientales, 

así como la creación y el fortalecimiento de las capacidades y la 

cooperación, contribuyendo a la protección del derecho de cada 

persona, de las generaciones presentes y futuras, a vivir en un 

medio ambiente sano y al desarrollo sostenible32. 

32 Firmado por el gobierno de México el veintisiete de septiembre de dos mil dieciocho y 
ratificado por el Senado de la República el cinco de noviembre de dos mil veinte.
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En su artículo 7.3 se establece que “cada Parte 

promoverá la participación del público en procesos de toma de 

decisiones, revisiones, reexaminaciones o actualizaciones […] 

relativos a asuntos ambientales de interés público, tales como 

el ordenamiento del territorio y la elaboración de políticas, 

estrategias, planes, programas, normas y reglamentos, que 

tengan o puedan tener un significativo impacto sobre el medio 

ambiente”.

Mientras que, en su artículo 7.4 se dispone que “cada 

Parte adoptará medidas para asegurar la participación del 

público sea posible desde etapas iniciales del proceso de toma 

de decisiones, de manera que las observaciones del público 

sean debidamente consideradas y contribuyan en dichos 

procesos. A tal efecto, cada Parte proporcionará al público, de 

manera clara, oportuna, y comprensible, la información 

necesaria para hacer efectivo su derecho a participar en el 

proceso de toma de decisiones”.

De tales dispositivos se desprende que para garantizar el 

derecho a la participación ciudadana directa en asuntos medio 

ambientales —entre los cuales se contempla la elaboración de 

planes o programas que tengan o puedan tener un significativo 

impacto sobre el medio ambiente— debe asegurarse la 

participación del público desde etapas iniciales del proceso, es 

decir, debe llevarse a cabo una etapa temprana y previa al 

diseño de cualquier plan o programa que pueda afectar 

significativamente al ambiente. Dicho proceso debe ser 
inclusivo, accesible y oportuno.

La finalidad de que la participación pública se dé desde 

las etapas iniciales de cada proceso de toma de decisión 

consiste en que el público pueda presentar todos los 
comentarios, las propuestas y las alternativas que 
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considere para que sean debidamente ponderados, de modo 

riguroso, en instancias en las que aún todas las opciones 
están abiertas y la iniciativa está en una fase de diseño y, 
por tanto, podrá ser redefinida la propuesta sobre la base 
de los aportes que realice la población.

Así, la consideración de las alternativas es el 
elemento central que caracteriza a un proceso de 
participación pública temprana, al permitir que se contemplen 

múltiples opiniones y propuestas. 

Otro factor por considerar es que el acceso a la 
información de forma oportuna, clara y comprensible 

configura una parte sustancial de una consulta temprana. La 

información debe ser suficiente para arribar a decisiones 

fundadas, motivadas y legítimas. Entonces, las autoridades a 

cargo del proceso deben implementar acciones proactivas para 

la divulgación de la información, de manera oportuna, 
efectiva, regular, accesible y comprensible, a través de 

medios apropiados, y bajo el criterio de máxima publicidad, a fin 

de que la ciudadanía sea efectivamente alertada acerca de la 

propuesta bajo evaluación.

En ese entendido, para que la participación temprana 

tenga la capacidad real y efectiva de lograr un contacto inicial 

que alcance el potencial de avanzar hacia un relacionamiento 

permanente entre proyecto y comunidad, debe observar los 

principios siguientes:

• Transparencia y acceso a la información. Se refiere a 

la entrega de toda aquella información sobre el proyecto 

en forma oportuna, comprensible, de fácil acceso y útil.

• Incidencia en las decisiones. Es necesario garantizar la 

posibilidad real del público de participar en la toma de 
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decisiones sobre aspectos sustantivos del proyecto, en 

conjunto con los representantes de la iniciativa. Debe 

establecerse con absoluta certeza en qué momento 

comienza y termina el proceso de toma de decisiones, a 

fin de verificar que la participación se produzca desde sus 

etapas tempranas.

• Inclusión/representatividad de actores. Implica 

asegurar la participación a través de medios adecuados 

de los diferentes intereses presentes en el territorio a 

través de representantes, líderes y actores clave. 

• Educación mutua. Se refiere a reconocer que en un 

proceso de diálogo todas las partes involucradas poseen 

conocimiento e información útil y pertinente para la toma 

de decisiones. Por lo tanto, promueve el aprendizaje entre 

las partes involucradas y se valora el conocimiento local. 

• Igualdad de oportunidades y equidad de género. 
Todos los actores involucrados deben tener la posibilidad 

real de ser parte de la toma de decisiones. Para lograrlo 

es necesario llevar adelante acciones específicas de 

apoyo destinadas a personas y/o grupos en situación de 

vulnerabilidad o tradicionalmente subrepresentados en la 

toma de decisiones que se encuentren en el territorio, de 

forma que se involucren y participen informadamente. 

En suma, el núcleo esencial del derecho de 
participación ciudadana en materia ambiental consiste en la 

obligación estatal de garantizar que toda persona tenga acceso 

adecuado a la información, así como la oportunidad de 

participar efectivamente en los procesos de adopción de 

decisiones desde las primeras etapas, con el objeto de tener 

una influencia real en la toma de medidas que puedan tener por 

objeto afectar su derecho a un medio ambiente sano. 
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Conforme a ello es dable concluir que para garantizarlo, 

es necesario que la consulta: 

i) se realice desde las etapas iniciales de cada 

proceso de toma de decisión, 

ii) permita el acceso a la información de forma 

oportuna, clara y comprensible, 

iii) se asegure la posibilidad real del público de 

participar en la toma de decisiones,

iv) se asegure la participación de medios adecuados de 

los diferentes intereses presentes en el territorio, 

v) se promueva el aprendizaje entre las partes 

involucradas y se valore el conocimiento local; y,

vi) se lleven a cabo acciones específicas que permitan 

la participación de las personas y/o grupos en 

situación de vulnerabilidad o tradicionalmente 

subrepresentados en la toma de decisiones. 

Por otra parte, es necesario establecer que la obligación 

mínima de asegurar la posibilidad real del público de 
participar en la toma de decisiones implica que durante el 

proceso de consulta, las autoridades involucradas cumplan con 

sus obligaciones de garantizar y respetar el derecho a un 

medio ambiente sano.

Lo anterior, ya que el derecho a un medio ambiente sano 

está reconocido en el artículo 4o. de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos y en el ámbito internacional, en 

el Protocolo adicional a la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales, también llamado "Protocolo de San 

Salvador", en la Declaración de las Naciones Unidas sobre el 
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Medio Ambiente de 1972 (Conferencia de las Naciones Unidas 

sobre el Medio Humano) y en la Declaración de Río sobre el 

Medio Ambiente y el Desarrollo de 1992.

Nuestra Constitución en su artículo 4° prevé el derecho al 
medio ambiente como un auténtico derecho humano, ya 

que reconoce una específica y particular esfera de protección 

en favor de la persona33, caracterizada por la salvaguarda del 

entorno o medio ambiente en el que se desenvuelve, la cual 
exige la tutela más amplia de conformidad con el artículo 1° 
de la Constitución Federal34. 

En efecto, el bien jurídico protegido por el derecho 

humano al medio ambiente en términos de nuestro texto 

constitucional es precisamente el "medio natural", entendido 

como el entorno en el que se desenvuelve la persona, 

caracterizado por el conjunto de ecosistemas y recursos 

naturales que permiten el desarrollo integral de su 

individualidad.

33 Este elemento constituye una diferencia trascendental de nuestro sistema constitucional frente 
a la experiencia internacional, pues a excepción del Protocolo de San Salvador y de la Carta 
Africana de Derecho Humanos, el derecho humano al medio ambiente no se encuentra 
reconocido expresamente en los tratados internacionales (Declaración Universal de Derechos 
Humanos, Convenio Europeo, Convención Americana sobre Derechos Humanos.) Sin embargo, 
ante la importancia que representa el cuidado del medio ambiente, los órganos y Tribunales 
encargados de su interpretación y aplicación, han “enverdecido” la interpretación de otros 
derechos fundamentales sustantivos, tales como el derecho a la vida, el derecho a la salud, el 
derecho a la protección de la propiedad y el respeto al derecho a la vida privada y familiar, lo cual
implica una tutela indirecta o “refleja” del derecho humano al medio ambiente. Sin embargo, la 
Constitución Mexicana sí reconoce expresamente este derecho como un derecho autónomo, lo 
que implica que la construcción y desarrollo de la doctrina constitucional mexicana sobre este 
tema, guarda ciertas notas particulares que esta circunstancia específica le imprime, ello sin 
demérito del dialogo y enriquecimiento que naturalmente existe y se recoge de la jurisprudencia 
internacional.

34 En el ámbito internacional, el artículo 11 del Protocolo Adicional a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo 
de San Salvador”, establece lo siguiente:
Artículo 11 Derecho a un Medio Ambiente Sano 
1. Toda persona tiene derecho a vivir en un medio ambiente sano y a contar con servicios públicos
básicos.
2. Los Estados parte promoverán la protección, preservación y mejoramiento del medio 
ambiente.
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Del contenido de este derecho humano se desprende la 

obligación de todas las autoridades del Estado de garantizar la 

existencia de un medio ambiente sano y propicio para el 

desarrollo humano y el bienestar de las personas. Tal mandato 
vincula tanto a los gobernados como a todas las 
autoridades legislativas, administrativas y judiciales, 

quienes deben adoptar, en el marco de sus competencias, 

todas aquellas medidas necesarias para la protección del 

ambiente35.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

determinado que el referido derecho humano es plenamente 

justiciable en sede de control constitucional. Esta conclusión se 

estableció al resolverse el multicitado amparo en revisión 

307/2016. En dicho precedente, se trajo a colación que la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos reconoce la estrecha 

conexión entre la protección del medio ambiente, el desarrollo 

sostenible y los derechos humanos, lo que ha llevado a que 

múltiples sistemas de protección de derechos humanos 

reconozcan el derecho al medio ambiente como un derecho en 

sí mismo, particularmente, el sistema interamericano de 

derecho humanos.

En este contexto, se aclaró que no hay duda de que otros 

múltiples derechos humanos son vulnerables a la degradación 

del medio ambiente, sin embargo, la importancia de la 

protección de este derecho humano ha generado una evolución 

hacia el reconocimiento de la naturaleza como un valor tutelable 

en sí mismo; así el carácter autónomo del derecho humano al 

medio ambiente y, su interdependencia con otros derechos 

35 Tesis aislada CCXLVIII/2017 de esta Primera Sala, visible en la página 411 del Libro 49 
(diciembre de 2017), Tomo I del Semanario Judicial de la Federación, de rubro: 
“DERECHO HUMANO A UN MEDIO AMBIENTE SANO. SU CONTENIDO.”
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conlleva una serie de obligaciones ambientales para los 

Estados36.

Específicamente la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, citando al Grupo de Trabajo sobre el Protocolo de 

San Salvador, ha precisado que esta prerrogativa conlleva 

cinco obligaciones correlativas para los Estados:

1. Garantizar a toda persona, sin discriminación 
alguna, un medio ambiente sano para vivir;

2. Garantizar a toda persona, sin discriminación 
alguna, servicios públicos básicos;

3. Promover la protección del medio ambiente;

4. Promover la preservación del medio ambiente; y

5. Promover el mejoramiento del medio ambiente

Es criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

que el derecho al medio ambiente sano como derecho 

autónomo, a diferencia de otros derechos, protege los 

componentes del medio ambiente, tales como bosques, ríos, 

mares y otros, como intereses jurídicos en sí mismos, aún en 

ausencia de certeza o evidencia sobre el riesgo a las personas 

individuales.

Se trata de proteger la naturaleza y el medio ambiente no 

solamente por su conexidad con una utilidad para el ser 

humano o por los efectos que su degradación podría causar en 

otros derechos de las personas, como la salud, la vida o la 

integridad personal, sino por su importancia para los demás 

organismos vivos con quienes se comparte el planeta, también 

merecedores de protección en sí mismos.

Así, la Suprema Corte advirtió que es posible ubicar una 

primera etapa de evolución de esta materia en la que protegía 

36 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-23/17, 15 de noviembre de 
2017, párr. 55.
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al medio ambiente indirectamente, pues el propósito principal 

era salvaguardar la salud de las personas; una segunda etapa, 

en donde ya se reconoce al medio ambiente como un bien 

jurídico que debe ser protegido en sí mismo37 y, finalmente, una 

tercera etapa caracterizada por el desarrollo sostenible38.

De lo anterior la Suprema Corte concluyó que el derecho 

humano al medio ambiente posee una doble dimensión: una 

primera que pudiéramos denominar objetiva o ecologista, que 

protege al medio ambiente como un bien jurídico fundamental 

en sí mismo, que atiende a la defensa y restauración de la 

naturaleza y sus recursos con independencia de sus 

repercusiones en el ser humano; y la subjetiva o 

antropocéntrica, conforme a la cual la protección de este 

derecho constituye una garantía para la realización y vigencia 

de los demás derechos reconocidos en favor de la persona39.

Que lo anterior implica que, en términos del artículo 4°, en 

relación con el diverso 1° constitucional, el Estado mexicano 
está obligado a garantizar ambas dimensiones del derecho 
al medio ambiente sano, o, lo que es lo mismo, a velar por 
una protección autónoma del medioambiente que no esté 
sujeta a la vulneración de otros derechos.

El objetivo de este ámbito de tutela se centra en evitar 
el daño ecológico como consecuencia mediata o inmediata 
de la intervención del hombre en la administración de los 

37 Recientemente en la sentencia T-622/16 la Corte Constitucional de Colombia reconoció lo 
siguiente: la naturaleza y el medio ambiente son un elemento transversal al ordenamiento 
constitucional colombiano. Su importancia recae por supuesto en atención a los seres humanos 
que la habitan y la necesidad de contar con un ambiente sano para llevar una vida digna y en 
condiciones de bienestar, pero también en relación a los demás organismos vivos con quienes se 
comparte el planeta, entendidas como existencias merecedoras de protección en sí mismas.

38 Wieland Fernandini Patrick, Introducción al Derecho Ambiental, Perú, Fondo Editorial, 2017, pp. 
20.

39 Alonso García, María Consuelo, La protección de la dimensión subjetiva del derecho al medio 
ambiente, Colombia, Aranzadi, 2015, pp. 35.
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recursos naturales, ocasionando una afectación a los 
intereses difusos y colectivos cuya reparación le 
pertenece.

Por otro lado, cabe advertir que el derecho humano al 

medio ambiente sano también se traduce en un principio rector 

de política pública, pues el artículo 4° constitucional establece: 

"El Estado garantizará el respeto a este derecho", en este 

sentido e interpretado en concordancia con el artículo 25 

constitucional en relación con el desarrollo sustentable, resulta 

que estamos ante un principio constitucional de política 
pública40.

Finalmente, por lo que respecta a este parámetro de 

control, debe precisarse que las autoridades tienen una serie de 

obligaciones constitucionales derivadas de la justiciabilidad del 

derecho humano al medio ambiente, siendo una de ellas, la 

responsabilidad de diseñar medidas positivas tendientes a 

proteger contra actos de agentes no estatales que produzcan 

riesgos medio ambientales. Como lo ha establecido la Segunda 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con cuyo 

criterio esta Sala coincide, "el deber del Estado de ofrecer 

protección contra los abusos cometidos por agentes no 

estatales forma parte del fundamento mismo del régimen 

internacional de derechos humanos, y dicho deber exige que el 

Estado asuma una función esencial de regulación y arbitraje de 

las conductas de los particulares que afecten indebidamente el 

medio ambiente"41.

40 Carmona Lara María Del Carmen, Derechos del Medio Ambiente, México, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas, Universidad Nacional Autónoma de
México, 2015, pp. 12.
41 Tesis aislada III/2018 de la Segunda Sala, visible en la página 532 del Libro 50 (enero de 2018), 
Tomo I de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, de rubro: “DERECHOS HUMANO A 
UN MEDIO AMBIENTE SANO. EL ESTADO TIENE LA OBLIGACIÓN DE TOMAR LAS MEDIDAS 
POSITIVAS TENDIENTES A PROTEGERLO CONTRA ACTOS DE AGENTES NO ESTATALES.”
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Entonces, durante los procesos de toma de decisiones las 

autoridades deben emprender las acciones necesarias para 

garantizar el derecho de las personas interesadas en 
participar, consistentes, entre otras, en identificar los 
principales problemas que pudieran afectar el medio 
ambiente y, con base en ello, establecer los controles 

pertinentes para su protección, pues sólo así cumplirán con su 

obligación mínima de asegurar su posibilidad real de 

participación.

ii) Naturaleza de un programa de desarrollo urbano y 
su proceso de planeación, formulación y aprobación

Una vez establecidos los alcances del derecho a la 

participación ciudadana y al acceso a la información en materia 

ambiental, se considera pertinente establecer cuál es la 

naturaleza y el proceso de elaboración de un programa de 

desarrollo urbano, con el objeto de corroborar si existe la 

obligación de garantizar el derecho de participación ciudadana 

en materia ambiental durante su proceso de elaboración, dados 

los efectos adversos que su aplicación pudiera generar en el 

área de influencia del ecosistema con el que se benefician las 

personas quejosas.

Del artículo 115, fracción V, inciso a) de la 
Constitución Política del país42, se desprende la facultad con 

la que cuentan los municipios para formular, aprobar y 

administrar la zonificación y los planes de desarrollo urbano. 

Facultad que también se reconoce en el artículo 11, fracción I, 

42 “Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno 
republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su 
división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, 
conforme a las bases siguientes:
[…]
V. Los Municipios, en los términos de las leyes federales y Estatales relativas, estarán 
facultados 
para:
a) Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano municipal 
[…]”
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de la Ley General de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano43.

Ahora, los planes de desarrollo urbano municipal son los 

instrumentos que contienen las disposiciones jurídicas para 

planear y regular el ordenamiento de los asentamientos 

humanos en el territorio municipal. Tienen como objeto, 

establecer las políticas, las estrategias y los objetivos para el 

desarrollo urbano, mediante la determinación de la zonificación, 

los destinos y las normas de uso y aprovechamiento del suelo, 

así como las acciones de conservación, mejoramiento y 

crecimiento en los centros de población. En síntesis, estos 

planes sirven a las ciudades para:

• Identificar, dimensionar y proponer soluciones a los 

problemas urbanos y territoriales.

• Prever los requerimientos y normativas urbanas del futuro.

• Definir prioridades de atención y focalizar sectores 

urbanos que necesiten de un desarrollo más acelerado.

• Proponer una estrategia acordada con las autoridades 

gubernamentales y la población en general para el 

crecimiento de la ciudad a largo plazo.

• Orientar a autoridades y particulares para modificar la 

ciudad con orden, sustentabilidad y equidad; y,

• Fomentar el aprovechamiento eficiente del espacio 

urbano. 

43 “Artículo 11. Corresponde a los municipios:
I. Formular, aprobar, administrar y ejecutar los planes o programas municipales de 
Desarrollo Urbano, de Centros de Población y los demás que de éstos deriven, 
adoptando normas o criterios de congruencia, coordinación y ajuste con otros niveles 
superiores de planeación, las normas oficiales mexicanas, así como evaluar y vigilar su 
cumplimiento; […]”
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Conforme a lo dispuesto en los artículos 45 y 46 de la 

citada ley general44, estos planes deben considerar los 

ordenamientos ecológicos y los criterios generales de 

regulación ecológica de los asentamientos humanos 

establecidos en la Ley General de Equilibrio Ecológico y la 

Protección al Ambiente, así como en las normas oficiales 

mexicanas en materia ecológica.

Lo expuesto denota que, la aplicación o ejecución de un 

programa de desarrollo urbano puede repercutir en el 

ecosistema del que se beneficia la ciudad o municipio en que se 

pretenda ejecutar, dado que su objeto es regular cualquier 

aspecto relacionado con los asentamientos humanos y los 

proyectos necesarios para su desarrollo. Por ello, durante su 

proceso de elaboración las autoridades municipales 

correspondientes están obligadas a realizar talleres y consultas 

para que la ciudadanía haga los planteamientos que consideren 

convenientes y, en su momento, de ser pertinentes, se integren 

al programa o plan.

Para el caso de los municipios del Estado de Quintana 

Roo, entre ellos el de Benito Juárez, tal obligación se ve 

reflejada en el artículo 63 de la Ley de Asentamientos 

Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del 

Estado de Quintana Roo, que establece:

44 “Artículo 45. Los planes y programas de Desarrollo Urbano deberán considerar los 
ordenamientos ecológicos y los criterios generales de regulación ecológica de los 
Asentamientos Humanos establecidos en el artículo 23 de la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente y en las normas oficiales mexicanas en materia 
ecológica.
Las autorizaciones de manifestación de impacto ambiental que otorgue la Secretaría de 
Medio Ambiente y Recursos Naturales o las entidades federativas y los municipios 
conforme a las disposiciones jurídicas ambientales, deberán considerar la observancia de 
la legislación y los planes o programas en materia de Desarrollo Urbano.”
“Artículo 46. Los planes o programas de Desarrollo Urbano deberán considerar las 
normas oficiales mexicanas emitidas en la materia, las medidas y criterios en materia de 
Resiliencia previstos en el programa nacional de ordenamiento territorial y desarrollo 
urbano y en los atlas de riesgos para la definición de los Usos del suelo, Destinos y 
Reservas. Las autorizaciones de construcción, edificación, realización de obras de 
infraestructura que otorgue la Secretaría o las entidades federativas y los municipios 
deberán realizar un análisis de riesgo y en su caso definir las medidas de mitigación para 
su reducción en el marco de la Ley General de Protección Civil.”
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“Artículo 63. Para formular y aprobar cualquiera de los 
instrumentos de planeación municipal a que se refiere el artículo 
anterior se seguirá el procedimiento siguiente:

I. El Municipio dará aviso público del inicio del proceso de 
planeación, por conducto el (sic) Consejo Municipal de 
Ordenamiento Territorial, Ecológico y Desarrollo Urbano, así 
como en los medios electrónicos de que disponga. El 
Ayuntamiento formulará el proyecto de programa municipal de 
desarrollo urbano o, en su caso, de modificaciones, 
difundiéndolo ampliamente;

II. El Consejo Municipal hará las audiencias públicas con la 
ciudadanía, así como a los grupos organizados de la sociedad a 
quienes corresponda participar de acuerdo al área de aplicación 
o de las acciones urbanísticas propuestas;

III. El Presidente Municipal, a través de la dependencia municipal 
relacionada con el ordenamiento territorial y el desarrollo urbano, 
establecerá una oficina en las (sic) que se exponga y distribuya 
la información relativa al programa y en la que se puedan 
realizar talleres y consultas requeridas por los ciudadanos;

IV. El Consejo Municipal establecerá un plazo y un calendario, 
no menor a 15 días hábiles, sobre la información relativa al 
programa y audiencias públicas para que los interesados 
presenten por escrito los planteamientos que consideren 
respecto del proyecto del programa de desarrollo urbano o de 
sus modificaciones. Dichas reuniones promoverán el mayor 
consenso entre la sociedad y gobierno sobre los contenidos y 
propuestas del programa;

V. Los comentarios y aportaciones procedentes se integrarán al 
proyecto de programa municipal y se remitirá a la Secretaría 
para efectos de lo dispuesto en el artículo 67 de esta ley;

VI. La Secretaría, en coordinación con SEMA, deberán 
comunicar sus comentarios y resoluciones por escrito, en el 
plazo de 15 días hábiles a partir de su recepción. Si en el 
término antes previsto, no se formulan los comentarios o 
resoluciones que estime convenientes, se entenderá que 
aprueba el contenido del mismo;

VII. Recibidas las observaciones se integrará el proyecto 
definitivo del programa y se someterá a la consideración del 
Cabildo del Ayuntamiento para su aprobación por mayoría 
simple, y

VIII. Aprobado el programa por el Ayuntamiento, el Presidente 
Municipal solicitará su publicación y registro, conforme a las 
disposiciones de esta ley.”

Del anterior dispositivo se advierte que dentro del proceso 

de elaboración de un programa municipal sí se contempló —en 

términos generales— la necesidad de realizar un proceso 
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inclusivo, accesible y oportuno de consulta temprana, con el 

objeto de que todos los actores interesados participen en su 

desarrollo. 

No obstante, la problemática en este asunto no consiste 

en verificar el reconocimiento legal de tal proceso, sino en 

verificar si durante su desarrollo realmente se cumplieron las 

obligaciones mínimas para garantizar el derecho a la 

participación ciudadana en materia ambiental, las cuales, como 

se destacó en el apartado previo, consisten en que esta 

consulta: i) se realice desde las etapas iniciales de cada 

proceso de toma de decisión, ii) se permita el acceso a la 

información de forma oportuna, clara y comprensible, iii) se 

asegure la posibilidad real del público de participar en la toma 

de decisiones, iv) se asegure también la participación de 

medios adecuados de los diferentes intereses presentes en el 

territorio, v) se promueva el aprendizaje entre las partes 

involucradas y se valore el conocimiento local; y, vi) se lleven a 

cabo acciones específicas que permitan la participación de las 

personas y/o grupos en situación de vulnerabilidad o 

tradicionalmente subrepresentados en la toma de decisiones.

iii) Resolución del caso.

Ahora, como se adelantó, conforme al marco normativo 

previamente desarrollado y en atención a las particularidades 

del caso, se considera fundado el primero de los conceptos de 

violación aducido por las personas quejosas, en el que alegan 

violación al derecho de participación ciudadana y al derecho 

de transparencia y acceso a la información, derivado de que la 

autoridad municipal no dio respuesta a las observaciones que 

emitieron los ciudadanos que participaron en el proceso, 
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además que la información consultada públicamente no 

correspondió a los documentos deliberados por el cabildo 

municipal para aprobar el programa.

Lo anterior es así, pues se advierte que durante la 

elaboración del PDU 2022 del Municipio de Benito Juárez, 

Quintana Roo, las autoridades responsables no garantizaron 

su derecho a la participación ciudadana ni el acceso a la 

información medioambiental.

Así, del contenido de los documentos remitidos por las 

autoridades responsables se observa que:

• Se realizó la convocatoria para integrar el primer Consejo 

Ciudadano de Planeación del Municipio de Benito Juárez, 

Quintana Roo, 2021-2024, a través de la cual se dieron a 

conocer los requisitos y plazos que debían cumplir todos 

los ciudadanos que desearan postularse para participar, 

así como el procedimiento de selección para elegir a los 

cinco ciudadanos que integraran el mencionado consejo, 

el cual se aprobó.

• En noviembre de 2021 en el salón Municipal se conformó 

el Consejo Municipal de Ordenamiento Territorial, 

Ecológico y Desarrollo Urbano del Municipio de Benito 

Juárez. 

• El 16 de diciembre de 2021 se realizó en la sede del 

Colegio de Arquitectos de Quintana Roo, A.C. el Primer 
Taller de Participación Ciudadana del Programa de 

Desarrollo Urbano del Centro de Población de Cancún.

• El 26 de enero de 2022 se realizó en la Biblioteca del 

Instituto Tecnológico de Cancún el Segundo Taller de 
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Participación Ciudadana del Programa de Desarrollo 

Urbano del Centro de Población de Cancún. 

• El 4 de abril de 2022 se realizó en la sede del Colegio de 

Ingenieros Civiles de Cancún, A.C. el Tercer Taller de 

Participación Ciudadana del Programa de Desarrollo 

Urbano del Centro de Población de Cancún.

• El 27 de abril de 2022 se realizó en la Biblioteca Nacional 

de la Crónica el Cuarto Taller de Participación Ciudadana 

del Programa de Desarrollo Urbano del Centro de 

Población de Cancún.

• Varios ciudadanos presentaron escritos en contestación al 

referido programa, abarcando diferentes temáticas 

relacionadas con el desarrollo urbano y ordenamiento 

territorial, movilidad, integración socio-urbana de los 

asentamientos humanos, medio ambiente, cultura y 

vivienda digna en el contexto urbano, a los que recayeron 

respuestas similares por parte de la autoridad, como por 

ejemplo los oficios SMEyDU/1306/2022, 
SMEyDU/1248/2022 y SMEyDU/1250/2022 exhibidos en 

copia simple por la parte quejosa junto a su escrito de 

demanda (ampliación), en el que se les hizo saber que de 

ser procedentes sus manifestaciones en torno a la 

consulta pública del PDU 2022, se integrarían al proyecto 

del programa municipal controvertido.

• El doce de septiembre de 2022, a través de oficio 

SEDETUS/DSDTUS/02740/2022, la Secretaría de 

Desarrollo Territorial Urbano Sustentable, emitió el 

dictamen de verificación de congruencia en sentido 

congruente respecto del Programa de Desarrollo Urbano 

del Centro de Población Cancún, Municipio de Benito 

Juárez, Quintana Roo 2022.
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Hecho lo anterior, del acta relativa a la Vigésima Quinta 

Sesión Ordinaria del Honorable Ayuntamiento Constitucional del 

Municipio de Benito Juárez, Quintana Roo, de fecha quince de 

septiembre de dos mil veintidós45, se advierte en la parte 

considerativa del documento bajo el título “II. PROCESO DE 

PLANEACIÓN” en lo que importa [respecto a la participación 

ciudadana], se lee lo siguiente: 

“Que en observancia al procedimiento establecido en ley, 
para la realización el Programa de Desarrollo Urbano del Centro 
de Población Cancún, Municipio de Benito Juárez, Quintana Roo 
2022, Desde la Administración 2018-2021, se instaló el Consejo 
Municipal de Ordenamiento Territorial, Ecológico y Desarrollo 
Urbano del Municipio de Benito Juárez, “Programa de Desarrollo 
Urbano del Centro de Población Cancún, Municipio de Benito 
Juárez, Quintana Roo 2022”, tiene origen desde la instalación 
del Consejo Municipal de Ordenamiento Territorial, Ecológico y 
Desarrollo Urbano del Municipio de Benito Juárez, Quintana 
Roo, realizado el día 12 de junio del año 2019, el cual conllevó 
distintas sesiones y reuniones de trabajo técnico, sin embargo al 
encontrarnos en ese momento en medio de la pandemia 
provocada por el Virus SARSCoV-2 que provoca la enfermedad 
del Covid-19, se postergaron los trabajos de forma presencial y 
se procedió en ese momento a realizar distintas mesas de 
trabajo virtuales hasta la conclusión del periodo de la 
administración municipal 2018-2021, por lo que dando 
continuidad al avance de los trabajos técnicos antes 
mencionados y virtud de la importancia de convocar a los 
talleres de forma presencial, se llevaron a cabo foros abiertos a 
todo el público en general en distintas locaciones por lo que al 
inicio de la administración 2021-2024 se Instaló de nueva cuenta 
el 25 de noviembre de 2021 el Consejo Municipal de 
Ordenamiento Territorial, Ecológico y Desarrollo Urbano del 
Municipio de Benito Juárez para el periodo 2021-2024, se realizó 
el 16 de diciembre de 2021, con sede en el Colegio de 
Arquitectos de Cancún, A.C., el Primer Taller de Participación 
Ciudadana, en este evento se presenta el proceso de 
elaboración del instrumento de planeación municipal, se 
expone el contexto del Sistema de Planeación en ámbitos del 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, considerando los 
trabajos previos a escala metropolitana; el 26 de enero de 
2022, con sede en el Instituto Tecnológico de Cancún, se realiza 
el Segundo Taller de Participación Ciudadana, en este evento se 
tiene como elemento central el Aprovechamiento Sostenible del 
Territorio Urbano, optimización del suelo urbano y mejoramiento 
del espacio público; el día 4 de abril de 2022, con sede en el 
Colegio de Ingenieros Civiles de Cancún, A.C. se realiza el 
Tercer Taller de Participación Ciudadana, en donde se realiza 

45 https://transparencia.cancun.gob.mx/uploads/24/25/25Ro%20Sesion%20Ordinaria.pdf 
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la discusión, planteamiento, estrategias y propuestas del 
Aprovechamiento Sostenible del Territorio Urbano a partir 
de la zonificación primaria y secundaria, subcentros, 
corredores urbanos, sistema urbano vial, sistema de 
actuación y polígonos de actuación; el día 27 de abril de 
2022, con sede en Biblioteca Nacional de la Crónica, se lleva a 
cabo Cuarto Taller de Participación Ciudadana, evento en el cual 
están presentes la máxima autoridad municipal y miembros del 
H. Cabildo del H. Ayuntamiento y son los propios ciudadanos 
quienes establecen la dinámica del taller y temas a abordar, 
considerando los aspectos sugeridos de equipamiento, 
espacio público, parámetros urbanos, polígonos de 
actuación, riesgos, movilidad e infraestructura, o los que 
consideraron pertinentes; todos estos foros, talleres, mesas de 
trabajo etc. Fueron abiertamente invitados gremios de la 
sociedad civil organizada, cámaras empresariales, miembros 
colegiados, la academia, comités de vecinos, representantes de 
colonias, comerciantes, empresarios, asociaciones civiles y todo 
ciudadano en general interesado en el desarrollo del Municipio 
de Benito Juárez, Quintana Roo; siendo así que en la sesión del 
día 19 de julio 2022 el Consejo Municipal de Ordenamiento 
Territorial, Ecológico y Desarrollo Urbano del Municipio de Benito 
Juárez para el periodo 2021-2024, informa sobre realización de 
las Audiencias y/o Consulta Pública del proyecto del 
instrumento denominado, “Programa de Desarrollo Urbano 
del Centro de Población Cancún, Municipio de Benito 
Juárez, Quintana Roo 2022” que se realizó del 25 de julio al 
12 de agosto del 2022, otorgándose 19 días naturales y 15 
días hábiles para que cualquier ciudadano interviniera en 
las audiencia y/o consulta pública y externaran en su caso 
las sugerencias y/u opiniones sobre el proyecto; en el marco 
de este tiempo se realizaron 3 foros ciudadanos en el recinto 
que ocupa el Salón Presidentes del Palacio Municipal los días 
10, 11 y 12 de agosto del 2022, en los horarios que comprenden 
las 17:00 horas a las 22:00 los tres días, sobre propuestas 
totalmente ciudadanas para plantear las sugerencias y 
realizar un proyecto más abierto a la ciudadanía con 
opiniones de personas que habitan en el municipio; 
Asimismo el día 13 de septiembre del 2022 en el mismo recinto 
se realizó la reunión de trabajo del Consejo Municipal de 
Ordenamiento Territorial, Ecológico y Desarrollo Urbano 2021-
2024, en donde se presentó el proyecto definitivo del 
“Programa de Desarrollo Urbano del Centro de Población 
Cancún, Municipio de Benito Juárez, Quintana Roo 2022.” 

En la parte considerativa a la justificación dice lo 

siguiente:

“ […] el Programa de Desarrollo Urbano del Centro de 
Población Cancún, Municipio de Benito Juárez, Quintana Roo 
2022, surge de la necesidad de tres factores fundamentales, el 
primero en virtud de la existencia en una variación sustancial 
de las condiciones o circunstancias que les dieron origen al 
programa rector vigente, así como el surgimiento de técnicas 
diferentes que permiten una ejecución más eficiente del 
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mismo, así como la necesidad de incluir la planimetría y 
problemática de los Asentamientos Humanos Irregulares en 
relación al “Programa de Regularización para el Bienestar 
Patrimonial del Municipio de Benito Juárez, Quintana Roo”, así 
como los Fraccionamientos aprobados, y los proyectos 
estratégicos de inversión pública y el rescate urbano de la 
ciudad en los polígonos de actuación, con respecto a las 
reformas normativas señaladas en la Ley General de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación en noviembre de 2016; la Nueva Agenda 2030 
ONU-HABITAT, la estrategia en materia de mejoramiento 
urbano y los programas de la SEDATU, y la creación el 6 de 
noviembre del año 2015 del municipio de Puerto Morelos y 
a la consecuente modificación de los límites municipales 
de Benito Juárez, su composición sociodemográfica y de sus 
centros urbanos. Así mismo, este instrumento normativo se 
alinea y contribuye con el actual Plan Municipal de Desarrollo 
de Benito Juárez 2021-2024, correspondiente a la Alineación 
del Plan Municipal de Desarrollo 2021-2024 con el Plan 
Nacional de Desarrollo 2019-2024 y el Plan Estatal de 
Desarrollo 2016-2022 y los objetivos de Desarrollo Sostenible 
ODS. […]”

Esos y otros tópicos que abarca el plan impugnado, se 

sometieron a su aprobación bajo los siguientes puntos de 

acuerdo:

“PRIMERO. - Se aprueba el “Programa de Desarrollo Urbano 
del Centro de Población Cancún, Municipio de Benito Juárez, 
Quintana Roo 2022”, de conformidad al documento que tanto en 
versión impresa como electrónica, se adjunta al presente acuerdo, y 
que forma parte integral del mismo, como si a la letra se insertase.

SEGUNDO. - En su caso, publíquese el programa objeto del 
presente acuerdo, en el Periódico Oficial del Estado de Quintana 
Roo. 

TERCERO. - En su caso, publíquese el programa municipal 
objeto del presente acuerdo, dentro de los cinco días siguientes al 
de su aprobación, en la Gaceta Oficial del Municipio, en la Página 
Oficial del Ayuntamiento y en dos periódicos de mayor circulación 
en el Municipio.

CUARTO. - En su oportunidad y dentro del término de Ley, 
inscríbase en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio, la 
publicación que, del “Programa de Desarrollo Urbano del Centro de 
Población Cancún, Municipio de Benito Juárez, Quintana Roo 
2022”, realice el Periódico Oficial del Estado de Quintana Roo. 

QUINTO. - Serán depositarios de las versiones electrónicas 
aprobadas en el punto primero que antecede, la Secretaria 

C
IN

T
H

IA
 M

A
R

ISO
L

 L
O

PE
Z

 PU
E

R
T

O
706a6620636a6632000000000000000000011391
22/05/25 15:18:32

Antonella
Resaltado



54

Municipal de Ecología y Desarrollo Urbano; el Instituto de 
Planeación de Desarrollo Urbano del Municipio de Benito Juárez 
(IMPLAN); y, el Centro de Documentación Municipal.

SEXTO. - Se abroga el PROGRAMA MUNICIPAL DE 
DESARROLLO URBANO DE BENITO JUÁREZ, QUINTANA ROO, 
2018-2030, publicado en el Periódico Oficial del Estado el día 17 de 
abril del 2019, número 39 extraordinario, novena época, Tomo I. 

SÉPTIMO. - Las solicitudes iniciadas con antelación a la 
entrada en vigor del programa municipal de desarrollo urbano 
objeto de presente acuerdo, continuarán substanciándose conforme 
a las disposiciones vigentes al momento de la presentación de la 
solicitud respectiva, siempre y cuando deriven de los instrumentos 
que se abrogan mediante el presente acuerdo, las autorizaciones 
de acciones urbanísticas otorgadas con anterioridad a la entrada en 
vigor del presente Programa de Desarrollo Urbano del Centro de 
Población Cancún, Municipio de Benito Juárez, Quintana Roo 2022, 
seguirán vigentes en los términos que fueron aprobados o 
concedidos. Las que se encuentren en trámite, se deberán ajustar a 
las nuevas disposiciones. Para los efectos, los interesados en 
alguna autorización de refrendo o renovación en materia de 
acciones urbanísticas podrán optar por continuar su procedimiento 
hasta su conclusión o bien ajustar sus proyectos a la normatividad 
vigente, para este caso deberán presentar una nueva solicitud, 
renunciando a los derechos que tengan adquiridos.”

Finalizada la discusión fue aprobado por unanimidad el 

“Programa de Desarrollo Urbano del Centro de Población 

Cancún, Municipio de Benito Juárez, Quintana Roo 2022”, 

reclamado, y quedo abrogado el Programa Municipal de 

Desarrollo Urbano de Benito Juárez, Quintana Roo, 2018-

2030.

De las transcripciones anteriores, respecto a la 

participación ciudadana se advierte:

1. En noviembre de 2021 en el salón Municipal se conforma el 
Consejo Municipal de Ordenamiento Territorial, Ecológico y 
Desarrollo Urbano del Municipio de Benito Juárez.

 2. El 16 de diciembre de 2021 se realiza en la sede del 
Colegio de Arquitectos de Quintana Roo, A.C. el Primer Taller de 
Participación Ciudadana del Programa de Desarrollo Urbano del 
Centro de Población de Cancún. 

3. El 26 de enero de 2022 se realiza en la Biblioteca del 
Instituto Tecnológico de Cancún el Segundo Taller de 
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Participación Ciudadana del Programa de Desarrollo Urbano del 
Centro de Población de Cancún. 

4. El 4 de abril de 2022 se realiza en la sede del Colegio de 
Ingenieros Civiles de Cancún, A.C. el Tercer Taller de 
Participación Ciudadana del Programa de Desarrollo Urbano del 
Centro de Población de Cancún.

Lo anterior revela que se realizaron talleres, audiencias y 

consulta pública previstas en las fracciones II y IV del artículo 

63 de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 

Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Quintana Roo; sin 

embargo, no se debate sobre la omisión de consultar 

públicamente, sino el vicio de haberse realizado sin 

proporcionar las herramientas necesarias para que la 

participación ciudadana sea efectiva, lo que se logra 

poniendo información veraz y oportuna a conocimiento de la 

población e integrando las aportaciones de los sectores 

académico, profesional y científico o especializados al proyecto 

del programa. 

Al respecto, del material aportado por la autoridad 

municipal (discos de almacenamiento de datos) valorados en 

términos de los artículos 202 y 210-A del Código Federal de 

Procedimientos Civiles supletorio, se advierte la existencia de 

sendos escritos presentados por ciudadanos abarcando 

diferentes temáticas relacionadas con el desarrollo urbano y 

ordenamiento territorial, movilidad, integración socio-urbana de 

los asentamientos humanos, medio ambiente, cultura y vivienda 

digna en el contexto urbano; solicitudes de cambios de usos de 

suelo en predios ubicados en la ciudad y zona hotelera, sobre 

los cuales nada se menciona ni siquiera se hace notar su 

existencia en los motivos del programa reclamado, lo cual 

no sólo es evidencia de que los escritos no se atendieron por 

las autoridades municipales sino que demuestra lo ilusorio del 
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ejercicio del derecho de participación ciudadana en la creación 

de la actual planificación urbana municipal. 

Aunado a lo anterior, la autoridad incumplió con la carga 

probatoria revertida en su contra en sujeción al artículo 82, 

fracción I, del Código Federal de Procedimientos Civiles, en el 

sentido de que la información, documentos y material que se 

deliberó en la sesión de cabildo donde fue aprobado el 

programa, en efecto, corresponde a la sometida a consulta 

pública y respecto de la cual los ciudadanos emitieron sus 

opiniones. 

Esto es así, dado que la parte quejosa en forma 

expresa señaló que los documentos puestos a disposición 

de la ciudadanía en el procedimiento establecido en el artículo 

63 de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 

Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Quintana Roo, 

tales como los planos y cartografía que se envió por correo 

a las personas que quisieran consultarlos no fueron los 

mismos contenidos en el documento que finalmente fue 

aprobado, esto es, el plan de desarrollo urbano mismo.

Por tanto, correspondía la carga probatoria al 

ayuntamiento responsable a fin de acreditar que, contrario a lo 

expuesto por los inconformes, el plan reclamado sí se basó en 

los documentos exhibidos durante el proceso de consulta. 

Ejemplifica lo anterior, lo relativo a los polígonos de 

actuación, que se constituyen en el propio programa para el 

mejor aprovechamiento del potencial de desarrollo en áreas de 

crecimiento, consolidación o mejoramiento, con base en los 

estudios que para tal efecto se elaboren. 
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Al respecto determinó que, en el caso concreto la 

ciudad de Cancún puede ser particularmente determinante 

para la densificación y recalificación de áreas con ubicación 

estratégica, reciclamiento de zonas con usos no compatibles y 

que han quedado inmersas en la mancha urbana y crecimiento 

de zonas con poca urbanización que forman parte de la ciudad.

Para estas zonas estratégicas, dispuso que sería atendido 

el procedimiento establecido para tal efecto, entre otros, los 

artículos 14846 y 14947 de la Ley de Asentamientos Humanos 

Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano Quintana Roo y a 

las disposiciones de la Ley de Acciones Urbanísticas para el 

Estado de Quintana Roo, cuyos pasos para su instrumentación 

son:

46 “Artículo 148. La acción urbanística pública - privada se refiere a las obras de 
urbanización y edificación para destinos, que se encuentren dentro de zonas que se verán 
impactadas en términos de desarrollo urbano y planeación por proyectos público - privados que 
coordine, gestione y ejecute la AGEPRO o la Secretaría. Las zonas impactadas se delimitarán a 
través de un Polígono de Actuación que tendrá por objeto la gestión y ejecución de Programas de 
Mejoramiento Urbano, coordinados y ejecutados por la AGEPRO o la Secretaría. Los sistemas de 
actuación de acción urbanística pública - privada serán atribución de la AGEPRO o la Secretaría, 
las cuales promoverán y apoyarán equitativamente la participación social y privada en los 
proyectos estratégicos urbanos, de infraestructura, equipamiento y prestación de servicios 
públicos, habitacionales, industriales, comerciales, recreativos y turísticos, en la determinación de 
espacios públicos, el paisaje urbano, en el patrimonio arqueológico, histórico, artístico y cultural, 
en la generación y conservación de elementos naturales y en la prevención, control y atención de 
riesgos, contingencias naturales y urbanas del Estado de Quintana Roo. Para la aplicación de este 
instrumento se deberá seguir el siguiente procedimiento: I. Se delimitará polígono de actuación 
cuando por el desarrollo de un Proyecto Estratégico se impacte una zona; II. Dicha zona será 
objeto de planeación a través de un Plan Maestro de Desarrollo Urbano, bajo la dirección de la 
AGEPRO o la Secretaría; III. Los beneficiarios o propietarios de los predios se beneficiarán con un 
mejor aprovechamiento de su potencial, sin embargo, a través de medidas de mitigación urbana, 
contribuirán al mejoramiento de la zona realizando las obras, acciones y proyectos derivadas del 
Plan Maestro, y IV. Las obras, acciones y proyectos serán coordinadas por la AGEPRO.

47  “Artículo 149. Los Municipios podrán determinar la constitución de Polígonos de 
Actuación para el mejor aprovechamiento del potencial de desarrollo en áreas de crecimiento, 
consolidación o mejoramiento, con base en los estudios que para tal efecto se elaboren. Para ello, 
se reunirán los representantes de dichas autoridades con los propietarios de predios, de manera 
que todos los procesos y las decisiones se convengan de común acuerdo. Los polígonos de 
actuación se determinarán en los programas municipales de desarrollo urbano y deberán contar 
con un plan maestro o de ejecución de acciones. Para la ejecución de proyectos a través de los 
polígonos de actuación, las autoridades municipales resolverán sobre la relocalización de los usos 
y destinos del suelo, el intercambio de potencialidad de edificación dentro de un mismo polígono, 
así como la relotificación de los predios participantes, para generar una nueva división. Los 
Municipios tendrán facultades de supervisión y vigilancia sobre el proyecto aprobado, así como 
para tomar las medidas de seguridad e imponer las sanciones a que hubiera lugar por el 
incumplimiento o irregularidades que sean detectadas.”
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1. Primero se reunirán los representantes de las 
autoridades municipales con los propietarios de predios, de 
manera que todos los procesos y las decisiones se convengan 
de común acuerdo. 

2. Después se determinarán los polígonos de actuación en 
PDU y deberán contar con un plan maestro o de ejecución de 
acciones. Para la ejecución de proyectos a través de los polígonos 
de actuación, las autoridades municipales resolverán sobre la 
relocalización de los usos y destinos del suelo, el intercambio de 
potencialidad de edificación dentro de un mismo polígono, así como 
la relotificación de los predios participantes para generar una nueva 
división. 

3. Puede vincularse con otros instrumentos de gestión del 
suelo como el Reagrupamiento Parcelario para la reconfiguración 
predial y la regularización de la tenencia de la tierra en polígonos 
intraurbanos previamente estudiados. Ello de conformidad a lo 
establecido en el artículo 86 de la Ley General de Asentamientos 
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano (Ley 
General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento territorial y 
Desarrollo Urbano. Última Reforma Publicada en el Diario Oficial de 
la Federación: 06 de enero de 2020. 2016) y del artículo 153 Ley de 
Asentamientos Humanos Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Urbano Quintana Roo (Ley de Asentamientos Humanos 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de 
Quintana Roo (Última reforma publicada en el Periódico Oficial del 
Estado de Quintana Roo, el 13 de septiembre 2019). 

4. Puede vincularse con otros instrumentos como la 
zonificación incluyente. 

5. Además, el municipio de retendrá las facultades de 
supervisión y vigilancia sobre el proyecto aprobado a través del 
IMPLAN, así como para tomar las medidas de seguridad e imponer 
las sanciones a que hubiera lugar por el incumplimiento o 
irregularidades que sean detectadas.

Para la instrumentación de cada polígono de actuación se 

deberán seguir los siguientes pasos: 

1. Dicha zona requerirá de un Plan Maestro; 

2. Los beneficiarios o propietarios de los predios se 
beneficiarán con un mejor aprovechamiento de su potencial, sin 
embargo, a través de medidas de mitigación urbana, contribuirán al 
mejoramiento de la zona realizando las obras, acciones y proyectos 
derivadas del Plan Maestro, y

 3. Las obras, acciones y proyectos serán coordinadas por el 
municipio a través del IMPLAN.
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Lo anterior, ante la dinámica de cambio y transformación 

que presenta la ciudad de Cancún, así como la necesidad 

derivada de incorporar de manera efectiva a la población en los 

procesos de desarrollo urbano e infraestructura, el municipio de 

Benito Juárez tiene la facultad para gestionar e impulsar zonas 

de la ciudad que requieren de un instrumento de gestión de 

suelo debido a su ubicación, sus propias dinámicas y 

necesidades para lo cual se deberán desarrollar polígonos de 

actuación.

Así el programa estableció que, el principal objetivo de los 

polígonos de actuación de Cancún, radica en generar 

alternativas destinadas a promover y apoyar equitativamente la 

participación de los diferentes actores en proyectos de 

infraestructura, equipamiento y prestación de servicios públicos; 

así como en aquellos proyectos de orden privado en términos 

de proyectos habitacionales, comerciales, mixtos, recreativos, 

turísticos e industriales; en el reciclamiento y rehabilitación de 

zonas específicas; en la regeneración y ampliación de espacios 

públicos, del paisaje urbano, del patrimonio histórico, artístico y 

cultural; en la regeneración y conservación de los elementos 

naturales de la ciudad de Cancún.

Por tanto, en atención a las necesidades de ejecución, 

financiamiento y en contribución al impulso y consolidación de 

las zonas con polígono de actuación dentro de la ciudad de 

Cancún, se ha optado su desarrollo e implementación a través 

de los Sistemas de Actuación previstas en la Ley de 

Asentamientos Humanos Ordenamiento Territorial y Desarrollo 

Urbano Quintana Roo, en el artículo 137, mismos que se 

pueden combinar con instrumentos como el reagrupamiento 

parcelario y la zonificación incluyente de acuerdo a las 
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necesidades y características de cada una de estas zonas que 

permita:

• La articulación de los intereses público, privado y social, 
agilizando trámites y acuerdos necesarios para la 
ejecución de las obras, acciones y proyectos. 

• La instrumentación Jurídica, Técnica y Financiera que 
permita garantizar la claridad y transparencia en el 
manejo de los bienes y los recursos aportados mediante 
las cargas urbanísticas de todos aquellos proyectos que 
desarrollen en la zona y quieran participar en el 
Polígono de Actuación a través de un Sistema de 
Actuación, así como de los demás recursos que se 
pudieran obtener a través del SA; para la ejecución de 
las acciones definidas y concertadas en el propio SA. 

• La administración acertada de las aportaciones 
aplicadas a las acciones establecidas y convenidas. 

• La ejecución planeada y ordenada de las acciones, 
obras y proyectos definidos. 

• Repartir cargas y beneficios de forma eficiente y 
equitativa en el territorio. 

Dichos polígonos se delimitan con el propósito de 

proponer y realizar estrategias puntuales con una mayor 

vinculación a la situación social, económica y ambiental de la 

zona, los cuales son los siguientes:

1. Distrito Cancún 
2. Distrito 06 
3. Punta Cancún 
4. Parque Cancún 
5. Puerto Juárez 
6. Parque de la Equidad 
7. Zona Industrial 
8. Sascaberas 
9. Puente Nichupté 
10. Pok ta Pok 
11. Donceles 28 – Lombardo Toledano

A propósito, se destaca particularmente lo señalado 

respecto a los polígonos “10 Pok ta Pok” y “11 Donceles 28-

Lombardo Toledano”, cuando para ambos polígonos establece 
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la posibilidad de cambio de uso de suelo conveniente al que se 

podrá acceder siempre y cuando aporten al municipio una 

compensación, a la letra dice:

“10.- Pok Ta Pok Como se señaló anteriormente, la 
zona hotelera de Cancún ha venido acompañado de un 
desgaste y deterioro en la imagen urbana, el espacio público, 
infraestructura y servicios en el destino. Aunado al notable 
deterioro en el espacio público de Punta Cancún, es evidente 
que dichas condiciones no son únicas en este espacio, la zona 
de Pok Ta Pok, presenta condiciones similares en el 
mantenimiento del espacio público y privado, es por esto, que 
es indispensable establecer mecanismos de regeneración, 
gestión y proyectos urbanos prioritarios que promuevan una 
consolidación del espacio sub utilizado y en deterioro para la 
renovación del destino turístico y las zonas de rezago 
prioritarias de Cancún. 

Los objetivos principales para la zona de Pok Ta Pok 
son los siguientes: 

• Mejoramiento del espacio público de la zona 
priorizando la escala humana y accesibilidad universal.

• Mejoramiento del espacio privado edificado. 
• Favorecer una dinámica peatonal en la zona por medio 

de la movilidad activa. 
• Promover accesos a las playas y cuerpos lagunares. 
• Impulsar el incremento de conexiones y espacios 

abiertos con la laguna para el uso común. 
• Generar espacios culturales con vista a los cuerpos de 

agua. 
• Incrementar los accesos públicos a la playa por medio 

de incentivos. 
• Generar espacio público/privado como “plazas o 

parques de bolsillo” en espacios privados que sirvan de 
integradores entre lo público y privado. 

• Promover plantas bajas activas y evitar el uso de 
muros ciegos. 

Este polígono de actuación requiere considerar el 
instrumento de zonificación incluyente y se deberá elaborar un 
plan maestro que establecerá un coeficiente básico de 
aprovechamiento al que todos los predios tendrán acceso y se 
tendrá de manera alternativa una zonificación secundaria con 
mayores densidades sin rebasar una densidad bruta de 30 
viv/ha (M30), COS y CUS y un uso de suelo conveniente al 
que se podrá acceder siempre y cuando aporten al 
municipio una compensación a través de la conformación 
de un fideicomiso el cual invertirá en la zona de Pok ta Pok y 
en zonas de atención prioritaria en la ciudad por medio de 
acciones, proyectos y obras de beneficio público como 
infraestructura hidrosanitaria, vialidad, movilidad, equipamiento 
y espacio público.”
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“11. Donceles 28 – Lombardo Toledano El proceso de 
regeneración urbana que se ha dado en la Colonia Donceles 
28, establece necesidades que se deben abordar de manera 
particular en el territorio. En esta colonia e impulsado por las 
políticas públicas vigentes en Cancún, en los últimos años se 
han construido edificaciones con una mayor densidad 
habitacional y mezcla de usos. Lo anterior, genera 
necesidades derivadas de dicha renovación urbana sumadas 
a las que atañen a la zona. Los objetivos principales para la 
zona de Donceles 28 y Lombardo Toledano son los siguientes:

• Consolidación y mejoramiento de los andadores 
peatonales en la zona con diseño con perspectiva de género y 
accesibilidad universal. 

• Consolidación de banquetas con accesibilidad 
universal. • Mejoramiento de los espacios públicos y áreas 
verdes, particularmente los referentes a los espacios con 
potencial para las infancias. 

• Impulso de un sistema de movilidad activa en la zona. 
• Generar un programa de mobiliario urbano y 

reforestación en la zona. 
• Como se establece en el apartado de 

“aprovechamiento del espacio público en equipamiento urbano 
consolidado”, se deberán establecer mecanismos que 
incentiven la apertura del equipamiento urbano como la 
cancha deportiva en la escuela primaria Naciones Unidas para 
el uso público. 

• Consolidación de estacionamientos que prestan 
servicios a los habitantes. 

• Puesta en marcha de un sistema integral para el 
manejo de aguas pluviales, que incluya infraestructura verde y 
azul como jardines captadores de lluvia. De ser el caso y los 
estudios en materia lo establezcan, utilizar instrumentos 
mecánicos de apoyo para la mitigación de riesgos por 
inundaciones.

Cabe señalar que todas las intervenciones al espacio 
público deberán ser con visión y diseño de perspectiva de 
género, accesibilidad universal y con el peatón como prioridad 
en la movilidad. 

Este polígono de actuación requiere considerar el 
instrumento de zonificación incluyente y se deberá elaborar un 
plan maestro o plan parcial que establecerá un coeficiente 
básico de aprovechamiento al que todos los predios tendrán 
acceso y se tendrá de manera alternativa una zonificación 
secundaria con mayores densidades, COS y CUS y un uso de 
suelo conveniente al que se podrá acceder siempre y 
cuando aporten al municipio una compensación o en 
especie que se invertirá en la zona en acciones, proyectos 
y obras de beneficio público como infraestructura 
hidrosanitaria, vialidad, movilidad, equipamiento y 
espacio público.” 

Énfasis añadido.

C
IN

T
H

IA
 M

A
R

ISO
L

 L
O

PE
Z

 PU
E

R
T

O
706a6620636a6632000000000000000000011391
22/05/25 15:18:32



63

















Es precisamente, en torno a esta cuestión que radica una de 

las informidades de la parte quejosa, porque argumenta que lo 

dispuesto para dichos polígonos no se sometió a consulta pública.

Dada la implicación que conlleva instaurar particularmente 

en los polígonos de actuación “10 Pok ta Pok” y “11 Donceles 

28-Lombardo Toledano”, una zonificación secundaria y un uso 

de suelo conveniente al que se podrá acceder siempre y cuando 

aporten al municipio una compensación, sin reglas explícitas, 

contraviene el propósito de su creación que es el de proponer y 

realizar estrategias puntuales con una mayor vinculación a 

la situación social, económica y ambiental de la zona, pues 

el concepto compensación está ligado únicamente a un 

efecto económico, sin valorar el patrimonio ambiental de 

las zonas.

Analizado el tema a partir del principio precautorio y la 
inversión de la carga de la prueba, resulta fundado el motivo de 

disenso, como se expondrá a continuación.

En el amparo en revisión 307/2016 la Suprema Corte de 

Justicia abordó el tema del riesgo y daño ambiental conforme al 

principio de precaución. Partiendo de la base de que el derecho 

ambiental se centra en la gestión de riesgos, una evaluación en 

materia de impacto ambiental, como la prevista por la Ley General 

del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente parte de la 

premisa precautoria de que, previo al desarrollo de un proyecto, la 

autoridad competente debe determinar si existen riesgos para el 

medio ambiente y cuáles medidas se instrumentarán para evitar 

los daños48.

En dicha sentencia se expone también que el daño 

48 Página 50 de la sentencia.
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ambiental, por sus características que lo distinguen de otro tipo de 

daños, como el civil, presenta dificultades considerables en su 

aspecto probatorio. En general, en la identificación del daño 

ambiental opera un factor de incertidumbre, que hace necesario 

adoptar una interpretación amplia, a la luz del principio de 

precaución e incluso, replantear las reglas tradicionales de 

valoración probatoria.

A la luz del principio de precaución puede revertirse la 
carga de la prueba a cargo del agente potencialmente 
responsable, así este principio es una herramienta a través de la 

cual el juzgador puede obtener todos los medios de prueba 

necesarios para identificar el riesgo o daño ambiental49. Lo 

anterior ha sido reconocido en el artículo 8.3 del Acuerdo de 

Escazú50, en el cual se establece que los Estados deben 
facilitar la producción de pruebas sobre daños al ambiente, a 
través de mecanismos como la reversión de la prueba y la 
carga dinámica de la prueba.

La Primera Sala estableció además que en atención al 

principio de precaución:
"es constitucional la toma de decisiones jurisdiccionales ante 

situaciones o actividades que puedan producir riesgos ambientales 
esto, aunque no se tenga certeza científica o técnica al respecto. 
Con otras palabras, una vez identificado el riesgo, la falta de pruebas 
científicas o técnicas no es motivo para no tomar las medidas 
necesarias para salvaguardar el medio ambiente".

Por tanto, la reversión de la carga probatoria no 

descansa únicamente en la afirmación contenida en la negativa 

tácita de las autoridades de no haber alterado, modificado o 

49 Para una crítica a la inversión de la carga de la prueba y el principio precautorio, véase 
Rebolledo, Sebastián, "El principio precautorio y la carga de la prueba", en Vázquez, Carmen, 
(coord..), Ciencia y Justicia, México, Centro de Estudios Constitucionales, Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, 2021, pp. 355-402.

50 8.3. Para garantizar el derecho de acceso a la justicia en asuntos ambientales, cada Parte, 
considerando sus circunstancias, contará con: e) medidas para facilitar la producción de la prueba 
del daño ambiental, cuando corresponda y sea aplicable, como la inversión de la carga de la 
prueba y la carga dinámica de la prueba ...".

C
IN

T
H

IA
 M

A
R

ISO
L

 L
O

PE
Z

 PU
E

R
T

O
706a6620636a6632000000000000000000011391
22/05/25 15:18:32

Antonella
Resaltado



65

















variado los documentos puestos a consulta respecto de los 

objeto del plan de marras, sino también en que es precisamente 

el ayuntamiento responsable quien cuenta con los elementos 

necesarios para probar en autos, en contrario a la posición 

precaria que en dicha materia se encuentran los inconformes. 

Sustenta tal aserto, el precedente que enseguida se cita: 

“CARGA DE LA PRUEBA. SU DISTRIBUCIÓN A 
PARTIR DE LOS PRINCIPIOS LÓGICO Y ONTOLÓGICO. El 
sistema probatorio dispuesto en el Código de Procedimientos 
Civiles para el Distrito  Federal acoge los principios lógico y 
ontológico que la teoría establece en torno a la dinámica de la 
carga de la prueba, cuyos entendimiento y aplicación facilitan la 
tarea del juzgador, pues permite conocer de qué forma se 
desplazan dichas cargas, en función de las posiciones que van 
tomando las partes de acuerdo a las aseveraciones que 
formulan durante el juicio. Ahora bien, el principio ontológico 
parte de la siguiente premisa: lo ordinario se presume, lo 
extraordinario se prueba, y se funda, en que el enunciado que 
trata sobre lo ordinario se presenta, desde luego, por sí mismo, 
con un elemento de prueba que se apoya en la experiencia 
común; en tanto que el aserto que versa sobre lo extraordinario 
se manifiesta, por el contrario, destituido de todo principio de 
prueba; así, tener ese sustento o carecer de él, es lo que 
provoca que la carga de la prueba se desplace hacia la parte 
que formula enunciados sobre hechos extraordinarios, cuando la 
oposición expresada por su contraria la constituye una 
aseveración sobre un acontecimiento ordinario. Por su parte, en 
subordinación al principio ontológico, se encuentra el lógico, 
aplicable en los casos en que debe dilucidarse a quién 
corresponde la carga probatoria cuando existen dos asertos: uno 
positivo y otro negativo; y en atención a este principio, por la 
facilidad que existe en demostrar el aserto positivo, éste queda a 
cargo de quien lo formula y libera de ese peso al que expone 
una negación, por la dificultad para demostrarla. Así, el principio 
lógico tiene su fundamento en que en los enunciados positivos 
hay más facilidad en su demostración, pues es admisible 
acreditarlos con pruebas directas e indirectas; en tanto que un 
aserto negativo sólo puede justificarse con pruebas indirectas; 
asimismo, el principio en cuestión toma en cuenta las 
verdaderas negaciones (las sustanciales) y no aquellas que sólo 
tienen de negativo la forma en que se expone el aserto 
(negaciones formales). De ahí que, para establecer la 
distribución de la carga probatoria, debe considerarse también si 
el contenido de la negación es concreto (por ejemplo, "no soy la 
persona que intervino en el acto jurídico") o indefinido 
(verbigracia, "nunca he estado en cierto lugar") pues en el primer 
caso, la dificultad de la prueba deriva de una negación de 
imposible demostración, que traslada la carga de la prueba a la 
parte que afirma la identidad; mientras que la segunda es una 
negación sustancial, cuya dificultad probatoria proviene, no de la 
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forma negativa, sino de la indefinición de su contenido, en cuyo 
caso corresponde a quien sostiene lo contrario (que el sujeto sí 
estuvo en cierto lugar en determinada fecha) demostrar su 
aserto, ante la indefinición de la negación formulada. Finalmente, 
en el caso de las afirmaciones indeterminadas, si bien se 
presenta un inconveniente similar, existe una distinción, pues en 
éstas se advierte un elemento positivo, susceptible de probarse, 
que permite presumir otro de igual naturaleza.”51 

Así, del material probatorio aportado, no se desprende 

que se haya demostrado que la información proporcionada 

a los ciudadanos en el procedimiento de consulta haya 

coincidido por la contenida en el plan aprobado ni se 

advierte del contenido de éste que se haya justificado la 

variación alegada en la demanda de amparo; tampoco, que 

se hayan analizado o considerado las propuestas 

ciudadanas recogidas en el procedimiento. 

Máxime, que el establecimiento de los polígonos de 

actuación dentro del programa de desarrollo que se analiza, es 

para el mejor aprovechamiento del potencial de desarrollo en 

áreas de crecimiento, consolidación o mejoramiento, con base 

en los estudios que para tal efecto se elaboren y, en el caso 

concreto, la ciudad de Cancún puede ser particularmente 

determinante para la densificación.

En efecto, para estas zonas estratégicas se remite al 

procedimiento establecido para tal efecto en los artículos 148 y 

149 de la Ley de Asentamientos Humanos Ordenamiento 

Territorial y Desarrollo Urbano Quintana, que en lo que interesa 

estipulan que los Municipios podrán determinar la constitución 

de Polígonos de Actuación para el mejor aprovechamiento del 

potencial de desarrollo en áreas de crecimiento, consolidación o 

51 Registro digital: 2007973 Instancia: Primera Sala Décima Época Materias(s): Civil Tesis: 1a. 
CCCXCVI/2014 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 12, Noviembre 
de 2014, Tomo I, página 706 Tipo: Aislada.
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mejoramiento, con base en los estudios que para tal efecto se 

elaboren; y que para ello, se reunirán los representantes de 

dichas autoridades con los propietarios de predios, de 

manera que todos los procesos y las decisiones se 

convengan de común acuerdo, que además, dichos  

polígonos se determinarán en los programas municipales de 

desarrollo urbano y deberán contar con un plan maestro o de 

ejecución de acciones.

Lo anterior, en sincronía con los alcances del derecho a la 

participación ciudadana y al acceso a la información en materia 

ambiental.

Así, el proceso de elaboración del programa de 
desarrollo urbano está supeditado a la obligación de 

garantizar el derecho de participación ciudadana en materia 

ambiental durante su elaboración, dado los efectos adversos 

que su aplicación pudiera generar en el área de influencia del 

ecosistema con el que se benefician las personas quejosas, en 

concordancia con lo dispuesto en el artículo 115, fracción V, 
inciso a) de la Constitución Política del país52, y 11, fracción 
I, de la Ley General de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano53.

52 “Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno 
republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su 
división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, 
conforme a las bases siguientes:
[…]
V. Los Municipios, en los términos de las leyes federales y Estatales relativas, estarán 
facultados 
para:
a) Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano municipal 
[…]”
53 “Artículo 11. Corresponde a los municipios:
I. Formular, aprobar, administrar y ejecutar los planes o programas municipales de 
Desarrollo Urbano, de Centros de Población y los demás que de éstos deriven, 
adoptando normas o criterios de congruencia, coordinación y ajuste con otros niveles 
superiores de planeación, las normas oficiales mexicanas, así como evaluar y vigilar su 
cumplimiento; […]”

C
IN

T
H

IA
 M

A
R

ISO
L

 L
O

PE
Z

 PU
E

R
T

O
706a6620636a6632000000000000000000011391
22/05/25 15:18:32



68

De ahí la importancia de la participación del público 

interesado porque permite efectuar un análisis más completo 

del posible impacto ambiental que puede ocasionar la 

realización de un proyecto o actividad determinada y permite 

analizar si afectará o no derechos humanos. 

Es decir, la conjunción de la participación ciudadana y la 

aplicación del principio de precaución tienen el potencial de 

permitir y promover procesos de toma de decisiones más 

democráticos e inclusivos, en donde diferentes voces sean 

escuchadas y consideradas, por lo que a las plausibles 

afectaciones al medioambiente se refiere.

Concretamente, las responsables no acreditaron haber 

puesto a disposición de todos los ciudadanos residentes, 

organismos sociales, instituciones educativas y de 

investigación, comités de vecinos, colegios de profesionistas, 

sindicatos, organizaciones, cámaras y consejos empresariales 

del Municipio de Benito Juárez, Quintana Roo, el documento 

que contenía la información correspondiente a las disposiciones 

de los polígonos de actuación de Cancún, particularmente el 

“10 Pok ta Pok” y “11 Donceles 28-Lombardo Toledano”, para 

los que se establece una zonificación secundaria y un uso de suelo 

conveniente, con la finalidad de proteger el derecho de toda la 

ciudadanía a participar directamente en los asuntos de interés 

público, así como a promover la protección, preservación y 

mejoramiento del medio ambiente. Especialmente cuando no 
se establecieron reglas explícitas, para ello.

Para lo cual, no basta la publicación de una convocatoria 

en la que se invite a los interesados en participar en la consulta 

pública del “Programa de Desarrollo Urbano del Centro de 

Población de Cancún Benito Juárez, Quintana Roo 2022”, para 

considerar efectivo el proceso de consulta sino que, resulta 
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imprescindible que dicho proceso estuviera apegado a las 

formalidades establecidas:

i) se realice desde las etapas iniciales de cada 
proceso de toma de decisión, 

ii) se permita el acceso a la información de forma 
oportuna, clara y comprensible, 

iii) se asegure la posibilidad real del público de 
participar en la toma de decisiones, 

iv) se asegure también la participación de medios 
adecuados de los diferentes intereses presentes 
en el territorio, 

v) se promueva el aprendizaje entre las partes 
involucradas y se valore el conocimiento local; y, 

vi) se lleven a cabo acciones específicas que permitan 
la participación de las personas y/o grupos en 
situación de vulnerabilidad o tradicionalmente 
subrepresentados en la toma de decisiones.

Sobre todo, asegurar la posibilidad real del público de 

participar en la toma de decisiones, lo cual solo es posible 

poniendo bajo su escrutinio las documentales en la que la 

autoridad sustenta sus propuestas; solo así se configura la 

participación pública en asuntos ambientales como una vía 

adicional para obtener la información más completa posible, e 

informar mejor los procesos de decisión sobre acciones que 

pueden afectar el medio ambiente en contextos de 

incertidumbre.

Ahora, si la consulta ciudadana tuvo un carácter 

meramente testimonial y no participativo que implica que las 

solicitudes hechas sean analizadas y tenidas en consideración 

al momento de deliberar sobre el desarrollo de la ciudad en que 

habitan a través de la aprobación del plan reclamado, amén que 

no se garantizó que se aprobara el plan correspondiente a partir 

de la información puesta a su consideración, a juicio de quien 
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esto resuelve se ha violado el principio de participación 

democrática en el derecho a la ciudad establecido en el 

numeral 63 de la Ley de Asentamientos Humanos, 

Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de 

Quintana Roo, lo que amerita conceder la protección 

constitucional solicitada. 

Se citan en apoyo a lo anterior, los precedentes 

siguientes: 

“LEGITIMACIÓN ACTIVA EN EL JUICIO DE AMPARO 
EN MATERIA AMBIENTAL. EN LA DEFENSA DEL MEDIO 
AMBIENTE, EL JUZGADOR DEBE REALIZAR UNA 
INTERPRETACIÓN AMPLIA DE AQUÉLLA, A LA LUZ DE LOS 
PRINCIPIOS DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA E INICIATIVA 
PÚBLICA. A la luz del principio de participación ciudadana y el 
correlativo de iniciativa pública, el Estado tiene la obligación de 
fomentar la participación del ciudadano en la defensa del medio 
ambiente y crear entornos propicios para ese efecto, por lo que 
los juzgadores tienen la obligación de hacer una interpretación 
amplia en relación con la legitimación activa en el juicio de 
amparo en materia ambiental, pues la justiciabilidad del derecho 
ambiental no puede desarrollarse a partir de los modelos 
"clásicos" o "tradicionales" de impartición de justicia, por lo que 
el rol del operador jurídico en juicios que involucren el derecho 
humano al medio ambiente, debe evolucionar, con el objeto de 
encontrar una respuesta más ágil, adecuada y eficaz para 
protegerlo, sin que esto signifique abandonar las reglas que 
rigen el juicio de amparo, sino únicamente dotarlas de 
funcionalidad, razón por la que incluso debe requerir y allegarse 
de los medios de prueba necesarios para estar en condiciones 
de resolver el asunto.”54 

“PRINCIPIO DE PRECAUCIÓN AMBIENTAL Y 
PARTICIPACIÓN CIUDADANA. SU APLICACIÓN EN EL 
PROCEDIMIENTO DE CREACIÓN Y MODIFICACIÓN DE 
NORMAS OFICIALES MEXICANAS. Del artículo 51 de la Ley 
Federal sobre Metrología y Normalización, se advierte que el 
procedimiento ordinario de modificación de las Normas Oficiales 
Mexicanas se orienta hacia la existencia de un pluralismo 
valorativo de carácter técnico-científico, e inclusive social, en la 
determinación del modo en que debe regularse una determinada 
actividad o materia en el Estado mexicano. En ese sentido, el 
principio de precaución ambiental, aplicado a ese procedimiento 
exige que la ponderación sobre la subsistencia del daño o riesgo 
de daño al ambiente que implique expedir una norma oficial, 

54 Registro digital: 2022208 Instancia: Plenos de Circuito Décima Época Materias(s): Común Tesis: 
PC.II.A. J/18 A (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 79, Octubre de 
2020, Tomo II, página 1314 Tipo: Jurisprudencia.
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deba realizarse de la forma más informada posible y a través de 
la intervención y valoración de profesionales especializados en 
la materia; de centros de investigación científica o tecnológica, 
así como de los colegios de profesionales que formen parte de 
los Comités Consultivos Nacionales de Normalización 
respectivos. Ello es así, porque la valoración basada en el 
principio de precaución se compromete con una evaluación 
científica lo más completa posible y, si fuera viable, identificando, 
en cada fase, el grado de certidumbre científica que exprese la 
gravedad del impacto o un peligro o daño al medio ambiente o 
sobre la salud de la población, incluida su persistencia, 
reversibilidad y demás efectos colaterales. En ese proceso 
valorativo, la participación ciudadana se vuelve indispensable, 
en tanto permite efectuar un análisis más completo del impacto 
que puede ocasionar la realización de un proyecto o actividad 
determinada. En suma, la conjunción de la participación 
ciudadana y la aplicación del principio de precaución ambiental 
tiene el potencial de permitir y promover procesos de toma de 
decisiones democráticos, informados e inclusivos, en los que 
diferentes voces sean escuchadas y consideradas, tratándose 
de los riesgos que conllevaría, para el medio ambiente, la 
creación o la modificación de una Norma Oficial Mexicana.”55 

En ese entendido, si bien puede considerarse que, en 

principio, el proceso de elaboración del programa reclamado se 

efectuó en términos de lo dispuesto en el artículo 63 de la Ley 

de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 

Desarrollo Urbano del Estado de Quintana Roo, lo cierto es que 

del análisis concreto del proceder de las autoridades 

responsables es posible concluir que no garantizaron el 
derecho de las personas quejosas a participar activamente 
en su desarrollo, lo cual estaban conminadas a realizar si 
se toma en cuenta que es un programa que puede 
repercutir en su derecho al medio ambiente. 

Esto, pues con los medios de prueba aportados por las 

autoridades responsables no se acredita que entregaran o 

pusieran a disposición de las personas quejosas toda aquella 

información sobre el proyecto en forma oportuna, comprensible, 

de fácil acceso y útil para participar en la toma de decisiones. 

55 Registro digital: 2021759 Instancia: Segunda Sala Décima Época Materias(s): Constitucional, 
Administrativa Tesis: 2a. VII/2020 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 76, Marzo de 2020, Tomo I, página 561 Tipo: Aislada.
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Entonces, si las autoridades responsables incumplieron 

con su obligación mínima de entregar toda aquella información 

sobre el programa en forma oportuna, comprensible, de fácil 

acceso y útil, es evidente que tampoco cumplieron con las 

obligaciones restantes56, pues para su satisfacción es necesario 

que, en principio, se brinde a la población la información 

necesaria para posibilitarle su participación directa en el 

proceso de toma de decisiones, ya que sin contar con esa 

información no les es posible tener una incidencia o 

participación real en ese proceso. 

Por tanto, se determina que el proceso de elaboración del 

Programa de Desarrollo Urbano del Centro de Población 
Cancún, Municipio de Benito Juárez 2022 (PDU 2022) se 

encuentra viciado, en virtud de que no se garantizó el derecho a 

la participación ciudadana y al acceso a la información 

medioambiental a las personas quejosas, lo que trae como 

consecuencia que tal programa sea contrario a derecho, por 

surgir de un proceso en el que no se permitió una participación 

efectiva de las personas quejosas en la consulta pública.

Conforme a lo anterior, es innecesario proceder al estudio 

de los demás conceptos de violación aducidos por las personas 

quejosas, pues aún de ser fundados no obtendrían un 

beneficio mayor al ya adquirido.

Sustenta lo anterior, la tesis cuyos datos de localización, 

rubro y texto son: 

“CONCEPTOS DE VIOLACION, ESTUDIO 
INNECESARIO DE LOS. Si al examinar los conceptos 

56 Consistentes en que durante el proceso de consulta se: a) asegure la posibilidad real 
del público de participar en la toma de decisiones, b) asegure también la participación de 
medios adecuados de los diferentes intereses presentes en el territorio, c) promueva el 
aprendizaje entre las partes involucradas y se valore el conocimiento local; y, d) lleven a 
cabo acciones específicas que permitan la participación de las personas y/o grupos en 
situación de vulnerabilidad o tradicionalmente subrepresentados en la toma de 
decisiones.
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
de violación invocados en la demanda de amparo 
resulta fundado uno de éstos y el mismo es suficiente 
para otorgar al peticionario de garantías la protección y 
el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el 
estudio de los demás motivos de queja.”57

Así, ante lo fundado del referido concepto de violación en 

estudio, procede conceder el amparo a la parte quejosa.

SEXTO. Efectos. En el caso concreto, la protección 

constitucional se concede para el efecto de que las 

autoridades responsables -en el ámbito de sus respectivas 

competencias- procedan del modo siguiente: 

I. Dejen insubsistente el Programa de Desarrollo 

Urbano del Centro de Población Cancún, Municipio de 

Benito Juárez 2022 (PDU 2022).

II. De nueva cuenta lleven a cabo el procedimiento 

previsto en el artículo 63 de la Ley de Asentamientos 

Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano 

del Estado de Quintana Roo, para efecto de elaborar el 

referido programa de desarrollo urbano municipal, pero 

ahora, conforme a lo establecido en esta ejecutoria, 

tomen las medidas necesarias para garantizar el derecho 

a la participación ciudadana y acceso a la información 

medioambiental de la población de Benito Juárez, 

debiendo garantizar el acceso a la ciudadanía de los 

documentos que deliberará el cabildo municipal para 

su aprobación y motivando los comentarios y 

aportaciones procedentes que se incluyan en el 

programa de desarrollo urbano que resulte, más aún 

cuando se pretenda la generación de polígonos de 

57 Registro digital: 240348 Instancia: Tercera Sala Séptima Época Materias(s): Común Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación. Volumen 175-180, Cuarta Parte, página 72 Tipo: Aislada.
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actuación que podrían modificar los usos de suelo o 

incorporar mecanismos de gestión económico a 

manera de compensaciones; esto es, en el ámbito de 

sus respectivas competencias, deberán garantizar que la 

consulta se:

a) realice desde la etapa inicial del proceso de 

elaboración del programa de desarrollo urbano.

b) permita el acceso a la información de forma 

oportuna, clara y comprensible.

c) asegure la posibilidad real de la población de Benito 

Juárez de participar en su elaboración y aprobación.

d) asegure también la participación de medios 

adecuados de los diferentes intereses presentes en 

el territorio en que podrá aplicarse el plan o 

programa de desarrollo urbano.

e) promueva el aprendizaje entre las partes 

involucradas y se valore el conocimiento local; y,

f) lleven a cabo acciones específicas que permitan la 

participación de las personas y/o grupos en 

situación de vulnerabilidad o tradicionalmente 

subrepresentados en la toma de decisiones. 

Por lo expuesto y fundado, se:

R E S U E L V E

ÚNICO. La Justicia de la Unión ampara y protege a 

 en términos 

de lo dispuesto en el considerando quinto y para los efectos 

precisados en el considerando sexto de la presente sentencia.
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Notifíquese, personalmente y electrónicamente a la 

Agente del Ministerio Público adscrita.

Así lo resolvió y firma Angélica del Carmen Ortuño 
Suárez, Jueza Segundo de Distrito en el Estado de Quintana 

Roo, hoy veintiocho de abril de dos mil veinticinco, en la 

hora contenida en la evidencia criptográfica respectiva, por así 

permitirlo las labores de este órgano jurisdiccional, y de 

conformidad con los artículos 26 Bis y 26 Ter del Acuerdo 

General 12/2020 del Pleno del Consejo de la Judicatura 

Federal, que regula la integración y trámite de expediente 

electrónico y el uso de videoconferencias en todos los asuntos 

competencia de los órganos jurisdiccionales a cargo del propio 

Consejo, asistida de Cinthia Marisol López Puerto, secretaria 

que certifica y autoriza que esta resolución se incorporó al 

expediente electrónico. Doy fe. 

Nota: Esta foja pertenece a la parte final de la sentencia dictada el veintiocho de abril de dos mil veinticinco, en 
el expediente 992/2022. Conste.

Razón En la misma fecha se giraron los oficios 11035, 11036, 11037 y 11038 en términos de la minuta que se 
agrega. Doy fe.
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